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IV. POLÍTICAS COMERCIALES POR SECTORES

1) Panorama general

1. La apertura progresiva del mercado mexicano a la competencia extranjera ha seguido ejerciendo una fuerte presión en favor del cambio en todos los sectores económicos, y ha provocado notables mejoras en numerosas esferas.  En el sector agropecuario, se han modernizado la mayoría de las explotaciones, que se han beneficiado del aumento del acceso a los mercados extranjeros, especialmente en los Estados Unidos, pero otras siguen siendo de escala reducida y orientadas esencialmente al cultivo de subsistencia.  México ha introducido importantes cambios institucionales desde 1997, entre ellos la eliminación de CONASUPO, en gran medida para aumentar la participación del sector privado en la comercialización de productos agropecuarios.  México mantiene diversos programas que tienen por objeto proporcionar ayuda directa a los ingresos de los agricultores y promover su productividad y competitividad.  Los indicadores de la asistencia al sector agropecuario aumentaron notablemente desde 1997, debido principalmente a la baja de los precios internacionales.  Como se indicó en el capítulo III, México aplica contingentes arancelarios a varios productos agropecuarios, reservando la mayoría de ellos a determinados países, como se indica en su Lista de compromisos en la OMC.

2. El sector energético sigue estando sometido en gran parte al control estatal, puesto que las disposiciones constitucionales limitan la participación privada en esferas estratégicas como la explotación de hidrocarburos y el suministro público de energía.  El hecho de que los proyectos relacionados con el petróleo y la electricidad exijan una aplicación muy intensiva de capital hace que estos dos sectores absorban cerca del 57 por ciento de la inversión pública.  Ante las dificultades fiscales de México (véase el capítulo I) y con el fin de cubrir las necesidades de inversión determinadas por su creciente demanda de energía, el Gobierno está tratando de encontrar formas que permitan aumentar la participación privada en el sector de la energía manteniendo al mismo tiempo su control de las empresas estatales actualmente existentes en él.

3. El sector manufacturero ha confirmado su importancia decisiva como principal catalizador del crecimiento económico.  El sector está muy diversificado y comprende varias industrias de primera línea a escala mundial cuya expansión ha estado estrechamente relacionada con su capacidad para competir en los mercados extranjeros.  Sin embargo, el sector se ha beneficiado también de fuertes ayudas oficiales a través de regímenes especiales de comercio e inversión.  La estrecha interconexión del sector manufacturero mexicano con las cadenas de producción en los Estados Unidos le ha reportado grandes beneficios, pero también le ha expuesto a las fases descendentes del ciclo estadounidense, como lo demuestra la pronunciada contracción de la actividad manufacturera observada desde finales del año 2000.

4. En el sector de servicios, se han introducido cambios importantes en el marco jurídico e institucional, con frecuencia garantizados por iniciativas multilaterales y preferenciales de México en materia de liberalización, o vinculados a ellas de algún otro modo.  El grado de participación estatal en el sector ha continuado disminuyendo en los últimos años, aunque, como se ha señalado, no en el sector de la electricidad.  El aumento de la competencia y una participación extranjera cada vez mayor han ido acompañadas de importantes ajustes en la estructura del mercado para las actividades principales, en particular los servicios financieros.  No obstante, en los últimos años se han planteado inquietudes en cuanto a la política de competencia tanto en el mercado de las telecomunicaciones como en el del transporte interno, que sigue estando cerrado en gran medida a la participación extranjera.

2) Agricultura

i) Características principales 

5. La agricultura es un sector importante para la economía mexicana por lo que se refiere al empleo, pero no tanto por el valor añadido o el comercio, que han sufrido un descenso con respecto a otros sectores.  Entre 1997 y 2000, la tasa de crecimiento real del sector agropecuario (incluidas las actividades forestales y pesqueras) fue del 2,4 por ciento al año como promedio, frente al 5,2 por ciento que correspondió al PIB total.  El resultado de ello fue que la parte correspondiente a la agricultura en el PIB total bajó del 6,5 por ciento en 1996 al 5,6 por ciento en 2000.  La contribución de las actividades forestales al PIB agropecuario siguió siendo secundaria, pero aumentó ligeramente, del 4,1 por ciento en 1996 al 4,4 por ciento en 2000, mientras que la de las actividades pesqueras se redujo del 3,2 al 2,7 por ciento.
  Durante ese mismo período, el empleo en el sector disminuyó del 22,5 por ciento del total a cerca del 18 por ciento, esencialmente como resultado del éxodo rural y del incremento de las actividades no agrícolas en las comunidades rurales.

6. La geografía mexicana favorece la producción de una gran variedad de productos agropecuarios que van de los cultivos de clima templado a los tropicales.  En 2001, el valor de la producción agropecuaria ascendió a unos 272.000 millones de pesos mexicanos;  la producción de cereales y semillas oleaginosas representó el 17 por ciento aproximadamente del total, seguida de la de frutas (10 por ciento) y hortalizas (10 por ciento).  El maíz (principalmente para consumo humano) sigue siendo el principal producto básico en cuanto al valor (10,3 por ciento del total), seguido de la caña de azúcar, la alfalfa y los tomates.  Los productos pecuarios representan el 51 por ciento aproximadamente del valor total de la producción agropecuaria:  las carnes de bovino, aves de corral y cerdo son los principales productos pecuarios, seguidas de los productos lácteos.  Dentro del sector agropecuario persisten grandes diferencias en las condiciones de producción:  por una parte, un gran número de agricultores cultivan pequeñas parcelas de tierras de secano con fines de subsistencia;  por otra, existe un sector moderno con grandes parcelas de regadío cuya producción se vende en los mercados nacionales e internacionales.

7. En el año 2000, México exportó productos agropecuarios (según la definición de la OMC) por un valor de 9.100 millones de dólares EE.UU.  Entre los principales productos de exportación figuran las hortalizas frescas, las frutas frescas y el café;  también son importantes las exportaciones de alimentos preparados y bebidas, en particular cerveza, tequila y productos en conserva.  México es un importador neto de productos agropecuarios;  el valor total de las importaciones de estos productos ascendió en el año 2000 a 11.600 millones de dólares EE.UU.  Entre las principales importaciones agropecuarias figuran la carne fresca o refrigerada, la soja, el maíz, las semillas oleaginosas, el sorgo, el algodón y el trigo.  

8. Los ALC están promoviendo el crecimiento del comercio dentro de la región, así como un cambio estructural en la agricultura mexicana.  Los productos agropecuarios mexicanos se han beneficiado de la integración impulsada por el TLCAN mediante nuevas oportunidades de acceso a los mercados derivadas tanto de las reducciones arancelarias como del reforzamiento de las disciplinas con respecto a las medidas sanitarias y fitosanitarias, que han asegurado el acceso a los mercados de productos tales como las frutas y las hortalizas.  Entretanto, el crecimiento de las importaciones ha sido especialmente firme en el caso del ganado, de la carne de bovino, el algodón, el maíz, el sorgo, la soja y el aceite de soja.  Sin embargo, en los últimos años el volumen de la producción pecuaria y cerealera mexicana se ha mantenido por lo general constante;  entre las excepciones cabe citar los aumentos relativamente grandes de la producción de cebada, aves de corral y productos lácteos, y el descenso considerable de la producción de algodón.  La producción nacional de varios productos ha crecido a menor velocidad que su consumo, lo que se ha traducido en un aumento de las importaciones:  entre 1996 y 2001, la proporción entre las importaciones y el consumo interno aumentó considerablemente por lo que respecta a la carne de bovino y de cerdo, el arroz, el sésamo, el sorgo y el trigo.  Por el contrario, esta proporción disminuyó en el caso de los frijoles, tendencia que podría explicarse por el consumo decreciente por habitante de estos productos.  En cuanto al maíz, el aumento de la producción y de las importaciones ha estado impulsado principalmente por el consumo en el sector ganadero.  La proporción entre importaciones y consumo también se redujo en el caso de la leche y los huevos, únicos productos que registraron esta tendencia, a pesar de un aumento del consumo por habitante (cuadro AIV.1 y cuadro AIV.2).

9. La industria azucarera mexicana es un sector con una gran repercusión social, y en la legislación mexicana se declara de interés público, debido en particular al empleo que genera en las zonas rurales y a la importancia del azúcar como producto básico de consumo para las familias de bajos ingresos.  Desde el Examen anterior de México, la industria azucarera ha estado sometida a una fuerte presión, especialmente como consecuencia de la carga de la deuda contraída durante el proceso de privatización que aumentó durante la crisis financiera de 1994;  la producción de excedentes cada vez mayores que han hecho bajar los precios nacionales;  la proporción creciente de la producción interna que se exporta a precios internacionales, que ha afectado a la rentabilidad de los ingenios azucareros;  y la creciente utilización de sucedáneos de la caña de azúcar, principalmente jarabe de maíz rico en fructosa, por la industria de las bebidas.  En enero de 2002, en un intento de desalentar la sustitución del azúcar de caña por otros edulcorantes, México estableció un impuesto del 20 por ciento sobre el consumo de bebidas gaseosas no edulcoradas con azúcar de caña (Ley publicada en el Diario Oficial el 1º de enero de 2002).

10. Estas circunstancias adversas han dado lugar a que varios ingenios azucareros se enfrenten con graves problemas financieros, a pesar de la considerable ayuda recibida, especialmente mediante préstamos y protección en la frontera.  En el momento de su liquidación en septiembre de 2000, el FINA, banco de la industria azucarera controlado por el Gobierno, tenía una deuda de unos 16.100 millones de pesos mexicanos (unos 1.700 millones de dólares EE.UU.).  La protección en la frontera ha contribuido a que los precios nacionales del azúcar sean mucho más altos que los internacionales ‑en más de un 200 por ciento‑ con un costo considerable para los consumidores nacionales.
  En septiembre de 2001, el Gobierno mexicano expropió 27 ingenios azucareros en un intento de resolver sus problemas financieros y permitir un funcionamiento eficaz de la industria.  La Secretaría de Agricultura se hizo cargo de la administración de los ingenios expropiados, que representan la mitad de la producción mexicana de azúcar.  En diciembre de 2001 se creó un conglomerado estatal de empresas encargado de explotar los ingenios con vistas a su reprivatización.

11. El comercio preferencial de azúcar entre México y los Estados Unidos ha sido objeto de un litigio entre ambos países.  Para México, el acuerdo permitiría exportar a los Estados Unidos sus excedentes totales netos de azúcar a partir de octubre de 2000, lo que teniendo en cuenta las condiciones del mercado del azúcar en los Estados Unidos, en comparación con las existentes en el mercado internacional, podría redundar en unas ganancias considerables para los exportadores mexicanos.  En el ejercicio económico de 2001, el contingente de azúcar asignado a México sobre la base de su comercio anterior con los Estados Unidos ascendió a 7.258 toneladas de azúcar crudo (lo que representó el 0,6 por ciento del total asignado sobre esta base);  además, se concedieron a México 2.954 toneladas de azúcar refinado y 105.788 toneladas de azúcar crudo sobre la base de acuerdos bilaterales.

ii) Objetivos e instrumentos de política

12. Desde el Examen anterior de México realizado en 1997, se han introducido cambios importantes con objeto de aumentar la participación del sector privado en la comercialización de productos agropecuarios y aumentar la sensibilidad del sector productivo a las señales del mercado.  El cambio más importante fue la eliminación en 1999 de un organismo estatal, la Compañía Nacional de Subsistencias Populares (CONASUPO), que tuvo como resultado la redistribución de sus derechos exclusivos sobre los contingentes arancelarios de importación de leche en polvo a empresas consumidoras y elaboradoras por medio de un nuevo mecanismo de asignación (capítulo III 2) v)), la eliminación de los precios garantizados para el maíz y los frijoles y la transferencia de casi todos los almacenes de la red de CONASUPO a los productores mediante los gobiernos de los Estados o al sector privado mediante licitaciones públicas.

13. En enero de 2002, estaban a punto de publicarse los objetivos agropecuarios de la nueva administración para el período 2000-2006.  Durante el período 1997-2001 la política agropecuaria persiguió los objetivos establecidos en el Programa de Agricultura y Desarrollo Rural para 1995‑2000, que eran, entre otros, elevar los ingresos de los productores y contribuir a la mitigación de la pobreza rural, aumentar la producción agrícola y ganadera más rápidamente que el crecimiento demográfico, contribuir a la seguridad alimentaria en lo concerniente a los productos alimenticios básicos y equilibrar el comercio agropecuario.  Entre los instrumentos principales para conseguir esos objetivos se incluían los programas siguientes:  PROCAMPO, Alianza para el Campo y Apoyos a la Comercialización Agropecuaria y Desarrollo de Mercados Regionales (véase más adelante).

a)
Instrumentos que influyen directamente en el comercio

14. Los productos agropecuarios de países se benefician en general de una protección mediante aranceles NMF mayor que los productos no agropecuarios (24,9 y 15,6 por ciento, respectivamente, en mayo de 2001).
  Sin embargo, la protección arancelaria para los bienes que no proceden de países con trato NMF es relativamente baja (por ejemplo, el 4,9 por ciento para las importaciones de los Estados Unidos);  además, esa protección se está reduciendo progresivamente, según lo estipulado en los planes mexicanos de liberalización del comercio preferencial.  Por lo que respecta al TLCAN, los aranceles aduaneros aplicados a la mayoría de los productos agropecuarios deberían suprimirse en 2003, salvo en el caso del maíz, los frijoles secos, la leche y el azúcar, cuyos aranceles deberían suprimirse en 2008.

15. México incluyó en su Lista de Concesiones de la OMC contingentes arancelarios para diversos productos agropecuarios, entre ellos la carne de aves de corral, las grasas animales, la leche, el queso, los frijoles, las papas, el café, el trigo, la cebada, el maíz y los productos con un alto contenido de azúcar.  México aplica también ciertos contingentes arancelarios a las importaciones de todos los  países con los que mantiene relaciones comerciales preferenciales, con la excepción de Bolivia, los países de la AELC y El Salvador (capítulo III 2) v)).

16. En algunos casos, los contingentes arancelarios han resultado ser demasiado restrictivos, y las autoridades mexicanas han permitido importar cantidades que exceden del contingente a los tipos aplicados a éste para evitar efectos negativos sobre la expansión de las industrias alimentarias y dar satisfacción a otras exigencias de los consumidores.  Así fue en el caso de la cebada, el maíz y la carne de aves de corral, para los que se autorizaron importaciones suplementarias a los tipos aplicados dentro del contingente, con el fin de atender las necesidades de las industrias de la cerveza, los derivados químicos del maíz y los productos alimenticios.

17. Entre 1994 y 1999, las importaciones dentro del contingente, como proporción de la producción interna, provenientes de interlocutores comerciales del TLCAN, que como se indicó representan prácticamente la totalidad de estas importaciones, siguieron siendo por término medio inferiores al 5 por ciento para la leche, los huevos y las papas;  la proporción más elevada correspondió a la cebada, el maíz y las aves de corral (cuadro IV.1).

Cuadro IV.1

Proporción entre las importaciones del TLCAN con contingentes arancelarios y la producción nacional, 1988‑99

(En porcentaje)

Producto
Promedio 1988-1993
Promedio 1994-1999

Aves de corral
11,01
17,14

Leche
6,92
4,30

Huevos
0,65
0,58

Papas
1,32
2,40

Cebada
28,12
60,79

Maíz
16,00
22,33

Frijoles
7,17
8,31

Fuente:
Secretaría de Economía (2000).  El TLCAN en el sector agroalimentario mexicano a seis años de su entrada en vigor, [en línea].  Puede consultarse en http://www.economia-snci.gob.mx/ [22 de octubre de 2001].

18. Aunque la importación de varios productos agropecuarios está sujeta a las disposiciones de "salvaguardia especial" previstas en el Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura, México no las ha hecho valer hasta la fecha.

19. Los acuerdos de libre comercio de México contienen también disposiciones concretas de salvaguardia para algunos productos agropecuarios.  En particular, el TLCAN prevé un mecanismo especial de salvaguardia que se activa automáticamente mediante la publicación de un decreto en el Diario Oficial cuando las importaciones exceden de una determinada cantidad.  Las importaciones que exceden del contingente están sujetas al tipo arancelario básico que se aplicaba en 1994, o al tipo NMF vigente si éste es inferior.  Este mecanismo expirará 10 años después de la entrada en vigor del TLCAN.  En el caso de México se abarcan 17 partidas arancelarias, entre las que se incluyen productos como los cerdos vivos, la carne de cerdo, las papas, las manzanas y los extractos, esencias o concentrados de café.  Según la información relativa al período 1994-1999, las importaciones de México superaron al menos en una ocasión los contingentes acordados para todas las partidas a  excepción de los productos del café, con la consiguiente activación del mecanismo.
  Los contingentes se basan en el promedio de las importaciones durante el período 1989-1991, al que se añade un 3 o un 5 por ciento anual según el país de origen o el producto. 

20. En lo que concierne a las medidas sanitarias y fitosanitarias, se han formulado quejas aisladas  con respecto a las prácticas de México (capítulo III 2) ix)).  Se ha observado que algunos Estados mexicanos restringen la competencia mediante la imposición de obstáculos innecesarios a las importaciones de productos agropecuarios de otros Estados (capítulo III 4) i)).
  México ha impuesto también derechos antidumping a productos agropecuarios (capítulo III 2) x)).  

21. Esporádicamente se ha recurrido a impuestos a la exportación para desalentar las exportaciones de productos agropecuarios subvencionados destinados a los consumidores nacionales (capítulo III 3) ii)).

b)
Instrumentos de política interna

22. El programa PROCAMPO, creado en 1994, prevé pagos a los agricultores que reúnen las condiciones establecidas, en función de la superficie sembrada durante un período de base anterior, a condición de que la tierra siga utilizándose con fines agropecuarios o para un programa ecológico.  PROCAMPO es un programa de apoyo directo que tiene por objeto aumentar los ingresos de los agricultores e impulsar cambios progresivos en las pautas de producción para que éstas reflejen en mayor medida las ventajas comparativas.  

23. El número de agricultores y la superficie cultivada que se benefician de los desembolsos de PROCAMPO se mantuvieron relativamente estables entre 1996 y 2001, en unos 3 millones de agricultores y 14 millones de hectáreas.  La cuantía de los pagos por hectárea aumentó de 440 pesos mexicanos (unos 56 dólares EE.UU.) en la campaña de siembra de otoño-invierno de 1996 a 778 pesos mexicanos (unos 86 dólares EE.UU.) en la campaña de siembra de otoño-invierno de 2001;  como resultado de ello, los pagos totales de PROCAMPO pasaron de 6.800 millones de pesos mexicanos (unos 866 millones de dólares EE.UU.) a 11.700 millones de pesos mexicanos (unos 1.300 millones de dólares EE.UU.) (cuadro IV.2).  Sin embargo, como señalaron las autoridades, estas cifras siguen siendo inferiores a las de 1994;  los pagos por hectárea en 2000 fueron cerca de un 30 por ciento menores que en 1994 a precios constantes.

Cuadro IV.2

Pagos directos en el marco del programa PROCAMPO, 1996-2001


1996
1997
1998
1999
2000
2001a

Pagos totales (millones de pesos)
6.793
7.533
8.492
9.372
10.379
11.752


Cuantía de los pagos (pesos por hectárea)









Otoño-invierno
440
484
556
626
708
778



Primavera-verano
484
556
626
708
778
829


Superficie beneficiada (miles de hectáreas)
14.305
13.885
13.869
13.528
13.571
14.000


Productores beneficiados (miles)
2.987
2.850
2.780
2.724
2.681
2.800

a
Cifras provisionales.

Fuente:
Poder Ejecutivo Federal (2001), Primer informe de Gobierno [en línea].  Puede consultarse en  http://www.presidencia.gob.mx/.
24. La Alianza para el Campo consiste en un conjunto de medidas concretas que tienen como finalidad principal mejorar las aptitudes de los agricultores y estimular el desarrollo tecnológico para aumentar la productividad y competitividad del sector agropecuario.  Una característica fundamental de la Alianza es la descentralización de la adopción de decisiones del nivel federal al de los Estados a través de los consejos agropecuarios estatales en los que participan los gobiernos estatales y productores agropecuarios.  Los Consejos se encargan de asignar los recursos federales y estatales a los diversos programas integrados en la Alianza.  Las autoridades consideran que este sistema descentralizado de adopción de decisiones es fundamental para mejorar la eficacia en el uso de los recursos, habida cuenta de las grandes diferencias regionales que existen en México.  En 2001, la Alianza integraba unos 24 planes coordinados al nivel federal y 11 planes al nivel de los Estados.  

25. Entre 1996 y 2001, los recursos federales destinados a la Alianza aumentaron en un promedio real del 11 por ciento al año aproximadamente.  En 2001, la contribución del presupuesto federal a la Alianza ascendió a unos 4.700 millones de pesos, mientras que la de los Estados se cifró en 1.700 millones.  La mayor parte de esos recursos se asignó a la Secretaría de Agricultura para programas en las siguientes esferas:  agricultura y ganadería (36,6 por ciento del total);  desarrollo rural (44,2 por ciento);  y protección zoosanitaria y fitosanitaria (6 por ciento).  Los recursos restantes se asignaron a la Comisión Nacional del Agua, principalmente para el fomento y modernización de la infraestructura de riego (cuadro IV.3).  A los agricultores que desean beneficiarse de los programas de ayuda de la Alianza se les pide que financien parte del costo del proyecto;  en 2001, la contribución presupuestada de los productores equivalió a unos 4.500 millones de pesos mexicanos (el 70 por ciento aproximadamente de los recursos totales del Gobierno federal y de los gobiernos de los Estados).  Algunos programas de la Alianza incluidos bajo el epígrafe "Desarrollo rural" incluyen actividades de formación y divulgación así como actividades elementales de asistencia técnica destinadas básicamente a productores de bajos ingresos.

Cuadro IV.3

Desembolsos presupuestarios destinados al programa Alianza para  el Campo, 1996-2001

(Millones de pesos, salvo indicación en contrario)

Tipo de programa 
1996
1997
1998
1999
2000
2001a

Desembolsos totales 
1.880,2
2.918,5
3.512,7
4.513,0
4.737,5
6.449,6


Parte correspondiente a los gobiernos de los Estados (%)
36
38
32
33
31
27

Secretaría de Agricultura (SAGARPA)
1.880,2
2.669,6
3.010,3
3.959,8
4.117,9
5.802,9



Agricultura y ganadería
1.109,3
1.495,6
1.762,7
2.164,4
1.835,0
2.636,8




Sistemas de riego
959,5
1.175,7
1.509,3
1.693,4
1.341,7
426,6




Mecanización
209,1
245,8
201,0
239,0
217,7
267,5




Programa kg por kg 
50,2
155,1
187,0
232,7
137,9
227,2




Semillas oleaginosas
34,3
49,2
114,6
148,3
88,0
127,8




Transferencia de tecnología
126,5
133,0
150,8
176,7
162,5
339,3




Otros programas agropecuarios 
16,0
59,0
141,1
298,4
180,5
284,6




Programa de establecimiento de praderas 
152,5
239,6
187,5
205,4
180,2
178,7



Programa lechero 
112,3
113,5
111,3
145,1
124,9
134,1




Programa de ganado vacuno
96,9
145,0
138,7
158,0
176,9
n.a.




Mejoramiento genético 
70,0
80,1
61,6
50,0
59,6
292,8




Programa de apicultura 
0,7
13,3
21,4
19,4
22,3
27,8




Otros programas ganaderos
17,6
19,2
47,7
84,2
89,2
155,3




Programa de información
4,5
22,4
22,5
26,6
29,0
48,9




Otros programas 
20,0
20,0
11,0
74,0
82,2
126,2



Desarrollo rural 
488,7
805,7
970,8
1.451,1
1.911,9
2.648,5




Apoyo al desarrollo rural 
238,1
360,3
383,8
591,0
659,8
948,4




Capacitación
91,5
240,8
279,5
360,6
360,2
444,0




Programa de café 
135,2
128,7
199,3
200,1
265,7
338,0




Desarrollo en zonas rurales 
n.a.
41,5
56,1
140,2
171,5
335,6




Programa de caucho 
15,3
21,1
20,1
20,6
26,5
59,2




Programa de cacao 
7,3
5,8
9,2
12,4
20,9
52,3




Capacitación en comercialización
n.a.
n.a.
n.a.
91,0
168,0
218,9




Otros programas
1,2
7,3
22,7
35,2
239,2
252,1




Programas sanitarios 
155,8
235,3
276,9
344,2
370,9
517,5

Comisión Nacional del Agua (CNA)
n.a.
249,0
502,4
553,2
619,7
646,7

n.a.
No aplicable.

a
Cifras provisionales.

Fuente:
Poder Ejecutivo Federal (2001).

26. La comercialización de productos agropecuarios se apoya mediante el Programa de Apoyos a la Comercialización y Desarrollo de Mercados Regionales, administrado por ASERCA (Apoyos y Servicios a la Comercialización Agropecuaria), que también se encarga de ejecutar el programa PROCAMPO.  ASERCA no compra directamente productos agropecuarios.  Entre 1995 y 2000, se concedieron ayudas a la comercialización a determinados productos y regiones;  entre los principales productos acogidos al programa se incluyeron el maíz, el arroz, el sorgo y el trigo.  El volumen de la ayuda se estimó tomando como base un precio indicativo;  los recursos se encauzaron hacia los productores de forma indirecta mediante la concesión de ayudas a los compradores que solicitaron el volumen más bajo de ayuda por tonelada.  Este plan se modificó en 2001;  en la actualidad la ayuda se otorga directamente a los productores sin la intervención de los compradores, mientras que se ha ampliado la gama de productos y regiones que pueden beneficiarse (ahora comprende también la cebada, la colza, la copra, el maní y el cártamo),  las transacciones se efectúan a precios de mercado y no sobre la base de un precio indicativo, y se concede a cada Estado un presupuesto fijo para este programa.  Los desembolsos totales en el marco de los programas de ASERCA aumentaron de unos 491 millones de pesos mexicanos (unos 64,6 millones de dólares EE.UU.) en 1996 a 3,5 millones de pesos mexicanos (376,8 millones de dólares EE.UU.) en 2001.  Este aumento se explica fundamentalmente por el notable descenso de los precios de muchos productos agropecuarios desde 1996 (cuadro IV.4).  

27. Aunque varios bancos de desarrollo y fondos fiduciarios, en particular BANRURAL y los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura (FIRA), prestan servicios al sector agropecuario, las autoridades indicaron que los productores mexicanos se enfrentaban con graves dificultades para tener acceso al crédito;  los préstamos concedidos al sector disminuyeron considerablemente en los últimos años.  Entre diciembre de 1996 y mayo de 2001, el crédito total concedido por bancos comerciales se redujo del equivalente de 6.300 millones de dólares EE.UU. a unos 3.300 millones, mientras que el crédito de los bancos de desarrollo disminuyó de unos 2.400 millones de dólares EE.UU. a 1.700 millones.
  

Cuadro IV.4

Programa de apoyos a la comercialización, 1996-2000

(En miles de pesos y toneladas)

Producto

1996
1997
1998
1999
2000
2001a

Desembolsos totales
pesos
490.843
2.035.217
1.930.620
1.573.619
2.928.509
3.544.142

Arroz
toneladas
254
290
349
281
276
300


pesos
18.812
25.452
50.904
42.224
69.087
76.407

Trigob
toneladas
n.a.
2.355
2.780
2.820
1.782
2.740


pesos
17.508
707.298
844.563
831.059
766.510
966.149

Sorgo
toneladas
1.234
2.376
1.652
1.435
699
1.628


pesos
358.437
366.787
264.668
200.917
123.366
391.740

Maíz
toneladas
238
3.069
1.750
1.377
2.885
3.792


pesos
64.098
935.680
770.485
368.133
825.241
1.402.278

Soja
toneladas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
132


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
56.201

Cártamo
toneladas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
120


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
47.983

Algodón
toneladas
60
n.a.
n.a.
146
n.a.
17


pesos
31.988
n.a.
n.a.
131.286
n.a.
10.216

Maníc
toneladas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
26


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
8.000

Cebadac
toneladas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
11


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
2.291

Colzac
toneladas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
2


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
1.200

Coprac
hectáreas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
20


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
15.000

Desarrollo de mercados regionales 
toneladas
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
3.116
2.595


pesos
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
1.144.305
566.677

n.a.
No aplicable.

a
Cifras preliminares.

b
Se suspendió la ayuda al trigo para 1996;  los pagos incluidos en el cuadro corresponden a los pagos pendientes del año anterior.

c
El programa comenzó en 2001.

Fuente:
Poder Ejecutivo Federal, Primer informe de Gobierno, [en línea].  Puede consultarse en  http://www.presidencia.gob.mx/.

28. AGROASEMEX presta servicios especializados de seguros al sector agropecuario a precios subvencionados por el Gobierno;  se ofrece sobre todo protección contra riesgos meteorológicos.  Debido a los altos costos administrativos de las operaciones de AGROASEMEX y su alto grado de siniestralidad, éstas se reorientaron hacia actividades de nivel intermedio.  Antes de 2001, el costo de las primas de seguro de otras compañías era del 30 por ciento.  En 2001, se modificó la cuantía de la subvención, que quedó comprendida entre el 25 y el 45 por ciento, según el producto y la región, a fin de estimular el empleo del seguro.  La superficie total abarcada por el seguro ha aumentado constantemente desde 1996, alcanzando los 2,1 millones de hectáreas en 2001.

iii) Indicadores de la asistencia a la agricultura 

29. La estimación del importe total del equivalente en subvenciones al productor (ESP) realizada por la OCDE indica que el valor de las transferencias a los agricultores mexicanos asociadas con las políticas agropecuarias ascendió a unos 6.100 millones de dólares EE.UU. en 2000, es decir, el 18 por ciento del valor de la producción agropecuaria, cifra considerablemente superior a la de 1996 (unos 1.900 millones de dólares EE.UU., es decir el 13 por ciento del valor de la producción).  En el año 2000, la ayuda total estimada, que incluye las transferencias de los consumidores y contribuyentes y los ingresos fiscales netos, ascendió a 7.500 millones de dólares EE.UU., lo que representó el 1,3 por ciento del PIB (cuadro IV.5).  El aumento del ESP observado entre 1999 y 2000 se debió principalmente a un incremento considerable de sostenimiento a los precios, desde el 9,2 por ciento aproximadamente del valor total de la producción agropecuaria en 1999 hasta cerca del 13,6 por ciento en 2000.  Este incremento se explica sobre todo por el acusado descenso de los precios internacionales que se registró entre 1996 y 2000, y el posterior aumento de los desembolsos en concepto de ayuda a la comercialización (cuadro IV.4).

30. Según las autoridades el gasto público federal en el sector agropecuario se cifró en 24.700 millones de pesos mexicanos (unos 2.600 millones de dólares EE.UU.) en 2000;  el 42 por ciento del gasto total correspondió a PROCAMPO, el 11 por ciento a la Alianza para el Campo y el 17 por ciento aproximadamente a programas de apoyo a la comercialización.  

31. En el marco de la Ronda Uruguay, México se comprometió a reducir la ayuda financiera a los productores agropecuarios, según la definición establecida a efectos de las negociaciones, desde algo menos de 29.000 millones de pesos mexicanos, que era el nivel de la Medida Global de la Ayuda (MGA) en el período de base 1986-88, hasta algo más de 25.000 millones en 2004 a precios de 1991.  En su notificación relativa a los compromisos en materia de ayuda interna para 1996, 1997 y 1998, México indicó que la MGA total había aumentado de 900 millones de pesos mexicanos en 1996 a unos 3.800 millones en 1998.
  A pesar de este aumento significativo, la MGA total siguió siendo considerablemente inferior al nivel del compromiso, que para 1998 era de algo menos de 27.500 millones de pesos mexicanos.
  En 1998, la mayor parte de la ayuda se concedió al maíz (74,5 por ciento de la MGA total);  otros productos que recibieron ayuda fueron los frijoles (16,6 por ciento), el trigo (6,5 por ciento), el sorgo (2,0 por ciento) y el arroz (0,4 por ciento).  

32. México notificó que en 1997 y 1998 se habían concedido subvenciones a la exportación de azúcar y trigo.  En 1997, se subvencionaron unas 241.000 toneladas de azúcar, con un desembolso de 40,9 millones de dólares EE.UU. (los compromisos se cifraron en 1.446 millones de toneladas y 525 millones de dólares EE.UU.), mientras que en 1998 se subvencionaron unas 224.000 toneladas de trigo, con un desembolso de 5 millones de dólares EE.UU. (los compromisos eran de 374.000 toneladas y 10,9 millones de dólares EE.UU.).  No se han notificado a la OMC otras subvenciones a la exportación de productos agropecuarios.

Cuadro IV.5

Equivalentes en subvenciones al productor y ayuda total estimada, 1996-00
(En millones de pesos, salvo  indicación en contrario)



1996-98
1998
1999
2000a

Equivalentes en subvenciones al productor 





Todos los productos
total
31.056
37.022
41.259
58.004


(millones de US$)
..
4.052
4.315
6.134


%
14
14
15
18


Trigo
total
1.253
1.504
1.822
2.086


%
22
30
37
37


Maíz
total
6.356
9.762
12.089
15.707


%
23
32
39
46


Otros cereales
total
1.551
1.954
2.756
3.514


%
18
23
33
37


Arroz
total
67
49
206
361


%
9
6
25
38


Semillas oleaginosas
total
44
113
207
171


%
12
26
48
45


Azúcar
total
3.378
4.667
6.878
7.478


%
34
39
57
56


Leche
total
5.886
8.327
10.377
11.774


%
34
42
43
45


Carne de bovino y ternera 
total
231
3.330
1.719
2.842


%
1
19
9
14


Carne de cerdo
total
3.163
347
1.645
1.680


%
24
4
15
12


Aves de corral
total
654
-359
-2.018
2.059


%
3
-2
-11
8


Huevos
total
-1.883
-3.253
-4.580
-5.112


%
-20
-32
-44
-45

Ayuda total estimada

..
50.786
52.158
71.048


(millones de US$)
..
5.559
5.456
7.514


Transferencias de los consumidores 

..
29.458
34.665
52.222


Transferencias de los contribuyentes

..
26.855
24.522
26.084


Ingresos presupuestarios

..
-5.526
-7.029
-7.257


Ayuda total estimada como proporción del PIB 
%
..
1,3
1,1
1,3








a
Cifras provisionales.

..
No se dispone de datos.

Fuente:
OCDE, Agricultural Policies, Markets and Trade in OECD Countries, París, varios números.

3) Sector energético

33. El sector energético aporta el 3 por ciento aproximadamente del PIB de México y el 8 por ciento de sus exportaciones totales, y recibe cerca del 57 por ciento de la inversión del sector público.
  En el año 2000, el suministro total de energía primaria al mercado interno ascendió a 4,8 barriles diarios de equivalente en petróleo;  de esta cantidad el 8,2 por ciento correspondió a las importaciones, lo que supuso una subida con respecto al 4,4 por ciento de 1995.  En el año 2000, la producción de energía primaria se elevó a 4,4 millones de barriles diarios de equivalente en petróleo,  de los cuales los hidrocarburos representaron el 89 por ciento.  La demanda de energía primaria creció a un promedio anual del 4,1 por ciento en 1995-2000.  Al final de ese período, el 37 por ciento de la energía primaria de México se destinaba a la exportación, el 15 por ciento al transporte, el 13 por ciento a la industria, el 8 por ciento al consumo de los hogares, el comercio y el sector público, y el resto a otros fines.

34. Las autoridades estiman que en el período 2000-2009 la inversión total necesaria para cubrir la creciente demanda de energía de México debería ascender a unos 139.000 millones de dólares EE.UU., de los que 59.000 millones serían para la industria eléctrica, 40.000 millones para la prospección y producción de petróleo crudo, 21.000 millones para la industria del gas natural y 19.000 millones para actividades de refino.

35. Los artículos 27 y 28 de la Constitución otorgan al Estado el derecho exclusivo a explotar los hidrocarburos y a suministrar electricidad al público.  Estas disposiciones constitucionales han limitado la participación privada en ese sector y, en el curso del tiempo, han concedido atribuciones casi monopolísticas a la empresa petrolera nacional, Petróleos Mexicanos (PEMEX), en relación con actividades energéticas fundamentales, y a la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y su filial, Luz y Fuerza del Centro (LFC), en relación con la distribución pública de electricidad  

36. La Secretaría de Energía se encarga, entre otras cosas, de ejercer los derechos de la Nación sobre el petróleo y la electricidad, formular políticas energéticas, participar en asuntos internacionales relacionados con la energía, formular planes a corto y largo plazo para el sector, establecer directrices para las empresas estatales del sector, conceder los permisos que estipula la ley y definir normas oficiales en las esferas de su competencia.

37. La Comisión Reguladora de Energía (CRE), establecida en 1995, es un organismo autónomo descentralizado que depende de la Secretaría de Energía.  La CRE se encarga de supervisar aspectos tales como el suministro y la venta de electricidad, la generación, el comercio y la exportación de electricidad por empresas privadas, la adquisición de electricidad para su distribución pública, el transporte y almacenamiento de gas natural no relacionados con su producción, la distribución de gas natural, las ventas directas de gas natural y gas licuado de petróleo (GLP) y el transporte y distribución por gaseoductos de GLP.  La Comisión tiene también facultades para conceder y revocar permisos y participa en la fijación de las tarifas para la energía eléctrica.

38. El Programa de Desarrollo y Reestructuración del Sector Energía para 1995-2000 reservó al Estado una función central en las actividades estratégicas relacionadas con la energía, aunque reconoció la necesidad de una mayor participación privada.  En 2001, la Administración actual preparó el Programa Sectorial de Energía (PSE) 2001-2006, como parte de un proceso de consultas que culminó en el establecimiento del Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, tras haber recabado la opinión de expertos en el Foro Nacional del Sector Energético y otra retroinformación de diversas entidades que operan en el sector.
  El PSE responde al compromiso de la Administración de transformar el sector energético de manera que empresas de ámbito mundial puedan operar en el mercado mexicano, capacitar a las empresas estatales para que compitan con éxito en él y utilizar al mismo tiempo el sector como instrumento para promover el desarrollo económico y la justicia social.  La Administración ha expresado también su firme determinación de no privatizar PEMEX, CFE o LFC.

39. Las autoridades han subrayado que el sector mexicano de la energía se encuentra en una encrucijada que determinará su sostenibilidad a largo plazo.  Con el fin de conseguirlo, tratan de aplicar una política que concede a las empresas estatales del sector la autonomía administrativa necesaria  para  que funcionen en forma eficaz, lo que a su vez exigirá una reforma del marco fiscal y reglamentario existente en el sector.  Las autoridades se proponen también aumentar la participación privada en el sector de la energía, lo que también requerirá reformas reglamentarias, el fomento de unos mercados competitivos y, por consiguiente, crear mayor certeza, transparencia y equidad para todos los que participan en dicho sector.

ii) Petróleo

40. En el año 2000, México fue el sexto productor mundial y el décimo exportador de petróleo crudo.  Las reservas de hidrocarburos de México figuran entre las 10 mayores del mundo, pero están disminuyendo desde comienzos del decenio de 1980, habiéndose estimado las reservas comprobadas en algo menos de 27.000 millones de barriles de equivalente en petróleo a comienzos de 2001.
  Después de varios años de estabilización, la producción de petróleo aumentó, pasando de 2,7 millones de barriles al día en 1993 a unos 3 millones en 1997, volumen en el que se ha mantenido a partir de entonces (cuadro IV.6).  Las autoridades atribuyen el descenso de las reservas y el lento crecimiento de la producción a limitaciones financieras del sector público para realizar nuevas inversiones.

41. Las enmiendas introducidas en 1995 a la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del petróleo estipularon formalmente que la parte de la industria del petróleo sometida al control directo del Estado comprendía las actividades siguientes:  i) la prospección, la explotación, el refino, el transporte, el almacenamiento, la distribución y la venta directa de petróleo y de los productos obtenidos de su refinación;  ii) la prospección, la explotación, la fabricación y la venta directa de gas natural, así como las operaciones de transporte y almacenamiento necesarias para su explotación y producción;  iii) la fabricación, el transporte, el almacenamiento, la distribución y la venta directa de productos petrolíferos refinados que pueden utilizarse como materias primas básicas, y productos del gas considerados productos petroquímicos básicos.  

42. La industria mexicana del petróleo se nacionalizó en 1938 y con el tiempo PEMEX ha llegado a ser la sexta empresa petrolera mundial por lo que se refiere al volumen de producción de petróleo.  PEMEX está estructurada como una sociedad holding con cuatro filiales independientes:  i) prospección y producción;  ii) refino;  iii) gas natural y productos petroquímicos básicos;  y iv) productos petroquímicos secundarios.  Las autoridades han señalado que PEMEX opera en un entorno caracterizado por una reglamentación excesiva, controles de precios, deficiencias en materia de gestión y una fuerte carga tributaria que ha dificultado la puesta en marcha de proyectos de inversión a corto y largo plazo.  La empresa petrolera entrega al Gobierno federal algo más del 60 por ciento de sus ingresos totales.  Esto le ha impedido reaccionar de manera rápida y eficaz a los desafíos nacionales e internacionales, lo que a su vez ha provocado ineficiencias, una reducción del suministro y una inversión insuficiente tanto en la empresa como en el sector de la energía en general.

43. Además, pese a que México ha diversificado sus exportaciones, los ingresos derivados del petróleo siguen teniendo una repercusión notable en su economía, determinando en gran medida el presupuesto del sector público.  Las autoridades mexicanas están tratando de acabar con esta dependencia mediante un amplio conjunto de medidas de reforma fiscal (capítulo I 3)).  En el año 2000 PEMEX pagó al Gobierno casi 34.000 millones de dólares EE.UU. en impuestos y regalías (cuadro IV.6), contribución superior al total de los impuestos pagados por todas las demás empresas mexicanas juntas.

Cuadro IV.6

Selección de indicadores de la industria del petróleo y el gas 


1996
1997
1998
1999
2000a

Indicadores de la producción







Producción de petróleo crudo 
(en miles de barriles al día)
2.858,3
3.022,2
3.070,5
2.906,0
3.012,0


Producción de gas natural 
(en millones de pies cúbicos/día)
4.194,9
4.467,1
4.790,7
4.790,6
4.678,9


Producción de productos petroquímicos 
(en miles de toneladas)







Nacionalb
25.027
22.369
26.065c
23.916a
21.437d


PEMEXe
15.103
12.920
11.210c
10.112a
9.319d


Utilización de la capacidad de producción (índice)







Refino
90,6
88,5
91,4
87,5
91,5


Productos petroquímicos
83,4
72,6
66,1
61,8
60,8

Exportaciones







Petróleo crudo (en miles de barriles al día)
1.543,8
1.720,7
1.741,2
1.553,5
1.652,1


Gas natural (en millones de US$)
31,8
37,0
30,9
114,3
48,8


Gasolinas (en millones de US$)f
298,7
542,5
419,1
56,7
711,3


Otros productos refinados (millones de US$) 
372,9
104,5
87,0
326,0
320,4

Importaciones







Gas natural (en millones de US$)
67,1
107,9
121,7
132,2
366,5


Gasolinas (en millones de US$)f
936,6
936,6
1.230,0
1.248,8
1.733,9


Otros productos refinados (en millones de US$)
613,4
1.569,7
859,5
1.267,7
2.527,1

Inversiones y pagos fiscales de PEMEX 







Ingresos brutos (en millones de US$)g
31.031
34.035
29.089
36.084
50.625


Pagos fiscales (en millones de US$)g
19.420
22.919
18.709
21.951
33.862


Inversiones (en millones de US$)g h
3.395
4.625
5.820
5.568
6.806


Pagos fiscales como % de los ingresos  presupuestarios federales 
37,6
36,0
31,4
31,1
37,0


Inversiones como % de los pagos fiscales 
17,5
20,2
31,1
25,4
20,1

a
Datos provisionales.

b
Incluida la producción total de 19 subsectores clasificados técnicamente como petroquímicos .

c
Datos sujetos a revisión.

d
Estimación.

e
Incluida la producción de PEMEX de productos clasificados tradicionalmente como petroquímicos, con exclusión del anhídrido carbónico.

f
Incluido el diesel.

g
Datos suministrados por las autoridades mexicanas.

h
Incluidas las inversiones en activos fijos y financieras.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de datos tomados del sitio Web de la Secretaría de Energía: (http://www.energia.gob.mx/energia/estadisticas.html).
44. El PSE propugna el abandono del actual criterio de mando y control para administrar la industria del petróleo,  instaurando en cambio un marco flexible que otorgue a  PEMEX competencias para tomar decisiones en materia de prospección, extracción, elaboración, alianzas estratégicas y exportación.  El PSE propone también establecer un nuevo régimen fiscal que permita a PEMEX generar beneficios y realizar las inversiones necesarias al tiempo que proporcione ingresos fiscales al Gobierno.  En el Programa se señala que PEMEX necesita más recursos financieros para estudiar y desarrollar nuevas esferas de acción y para modernizar y ampliar las refinerías y las instalaciones petroquímicas.  El nuevo régimen fiscal trataría de cuantificar y captar las rentas del petróleo gravando las operaciones de extracción de PEMEX con un impuesto sobre dichas rentas y todas las demás actividades con un impuesto sobre los beneficios derivados del petróleo que sería equivalente al impuesto general sobre la renta de México.

45. México tiene seis grandes refinerías con una capacidad de destilación de unos 1,5 millones de barriles al día.  La inversión en capacidad de refinación no alcanza a cubrir la creciente demanda interna de productos petrolíferos refinados, lo que ha convertido a México en importador neto de dichos productos desde 1996 (cuadro IV.6).  Para solucionar este problema, PEMEX está intentando modernizar sus refinerías y prevé aumentar su capacidad en 150.000 barriles al día.  Además, el Programa de Reconversión del Sistema Nacional de Refinerías trata de llevar a cabo los cambios tecnológicos necesarios para incrementar la capacidad de elaboración de crudo pesado, que constituye  la mayor parte de las reservas mexicanas de petróleo.

46. Mientras tanto, PEMEX elabora el petróleo pesado en refinerías del extranjero, en particular la refinería Deer Park de Texas, que funciona en régimen de empresa mixta con Shell.  Como se señala en el PSE, resulta paradójico que las restricciones legales a la inversión privada en la industria petrolera de México hayan obligado a este país a invertir en el extranjero con el fin de asegurar un mercado para su petróleo pesado y satisfacer la demanda interna de productos refinados.
  Por ello se pide en el Programa un aumento de la capacidad de refino, especialmente para producir productos con mayor valor añadido y aumentar la capacidad de elaboración de petróleo crudo pesado, conferir a PEMEX mayor autonomía administrativa y aplicar un nuevo régimen fiscal.  El PSE prevé que el déficit de productos petrolíferos refinados persistirá si no se ponen a disposición de PEMEX recursos muy superiores a los contemplados en su actual programa de inversión.

47. La Administración fija el precio interno de los hidrocarburos y productos refinados con referencia a los precios mundiales, por lo general teniendo en cuenta tanto los costos de oportunidad como la necesidad de asegurar la competitividad y alentar su utilización racional y su conservación. 

48. México ha apoyado la estabilización de los precios del petróleo en los mercados mundiales, coordinando con los principales países exportadores de petróleo la introducción de ajustes en la oferta de este producto.  Como el petróleo representa una importante fuente de ingresos, el Programa considera oportuno que México siga participando en la estabilización de los precios mundiales.  También pide que México establezca una plataforma de exportación, mejore la calidad del conjunto de sus productos petrolíferos de exportación y busque para ellos otros posibles mercados extranjeros.  En consonancia con estos objetivos de política, a comienzos de 2001 México anunció que reduciría ligeramente las exportaciones de petróleo, de 1.825 millones de barriles al día a 1,75 millones, a raíz de un acuerdo con los países productores de petróleo para disminuir la producción de petróleo.

iii) Gas natural

49. México tiene unas reservas comprobadas de gas natural de unos 30.000 millones de pies cúbicos, con una producción de unos 4.800 millones en el año 2000 (cuadro IV.6).  Hasta hace poco  México no ha tenido necesidad de prestar especial atención a la elaboración y prospección de gas natural, ya que casi todo el que se produce es un gas "asociado" con la producción de petróleo.  Es importador neto de cantidades pequeñas pero en aumento de gas natural de los Estados Unidos, que es con mucho la fuente de más fácil acceso, y se prevé que esta tendencia se mantendrá en los decenios venideros.  El arancel que se aplicaba a las importaciones mexicanas de gas natural se suprimió a mediados de 1999, lo que ha alentado el aumento de las importaciones de este producto.  

50. El mercado nacional de gas natural ha sufrido cambios notables en los últimos años como resultado de la creciente demanda interna y de la reforma estructural, siendo éste el sector más liberalizado de la industria energética mexicana.  PEMEX controla las fases iniciales del proceso de producción en este sector, pero las enmiendas introducidas en 1995 en la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo abrieron a todos el transporte, el almacenamiento y la distribución de gas natural y el transporte y la distribución por gaseoductos de GLP.  También se promulgaron reglamentos en 1995 sobre las ventas directas de gas natural y actividades relacionadas con productos afines (por ejemplo, gaseoductos y equipo para gas) que anteriormente no se consideraban parte de la industria del petróleo.

51. Las reformas de 1995 confirieron al Estado la propiedad de los recursos y atribuciones para administrar servicios de carácter publico, a través de PEMEX, y para reglamentar, a través de la CRE.  A finales de 2001, la CRE había concedido a 105 empresas nacionales y extranjeras (de Bélgica, el Canadá, España y los Estados Unidos) 99 permisos para proyectos de transporte y distribución que llevaban consigo unos compromisos de inversión de unos 2.300 millones de dólares EE.UU. Las autoridades han señalado que los permisos de distribución se concedieron mediante licitaciones públicas, salvo en las regiones donde ya había un operador.

52. Es probable que los cambios prosigan, debido principalmente a la creciente dependencia del gas natural para generar electricidad, dado que la normativa favorece el empleo de combustibles menos contaminantes.  El PSE prevé que en 2010 se utilizará gas natural para generar algo más del 60 por ciento de la electricidad, frente al 22 por ciento en el año 2000.  Si se mantienen las tendencias actuales de la demanda y no se modifica el marco jurídico, el Programa prevé que para 2006 las importaciones mexicanas de gas natural aumentarán hasta el equivalente de un 24 por ciento de la demanda interna.

53. Teniendo en cuenta la creciente demanda interna de gas natural, el PSE pide que se incrementen las reservas nacionales de gas no asociado, se fomente la inversión en actividades extractivas, se conceda mayor autonomía administrativa a las empresas públicas y se promueva la participación privada en actividades relacionadas con el gas natural dentro del marco jurídico vigente.
  También prevé establecer terminales de gas natural licuado para acabar con la actual dependencia absoluta de México con respecto a las fuentes estadounidenses.

54. El aumento de las importaciones mexicanas de gas natural ha coincidido con unos precios de los combustibles excepcionalmente altos en América del Norte.  Al haber aumentado los precios del gas natural en los Estados Unidos, los llamamientos de la industria mexicana se tradujeron en un acuerdo entre el Gobierno mexicano y el sector privado por el que, a partir de enero de 2001 PEMEX vende a las empresas gas natural a un precio fijo de 4,00 dólares EE.UU. por millón de unidades térmicas británicas (UTB), frente a un precio en el canal navegable de Houston, en los Estados Unidos, superior a 9,00 dólares EE.UU. a comienzos de 2001.  PEMEX se hace cargo de la diferencia cuando los precios del gas exceden de 4,00 dólares EE.UU. por millón de UTB, pero las empresas deben pagar el precio convenido aun si los precios estadounidenses descienden por debajo de esa cifra.

55. México es el cuarto consumidor mundial de GLP y el mayor usuario por habitante.  En 2001, el GLP se utilizaba en más del 80 por ciento de los hogares mexicanos y proporcionaba el 65 por ciento aproximadamente de las necesidades energéticas de las viviendas y comercios.  Las importaciones cubrían cerca de un tercio de la demanda interna, que previsiblemente seguirá aumentando a pesar de la sustitución en curso del GLP por el gas natural.  Su empleo como carburante ha registrado también un fuerte aumento en los últimos años, debido en gran parte a que, a diferencia de la gasolina, el GLP no está sujeto al Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS, capítulo III 2) vi)).

56. Las normas que regulan el GLP conceden a PEMEX atribuciones en lo concerniente a la venta directa, el transporte a través de sus propios gaseoductos y el funcionamiento de las instalaciones de suministro.  Los operadores privados pueden participar en el transporte y almacenamiento y distribución de GLP, que está reservada a los operadores mexicanos.  Las importaciones de GLP están condicionadas a la obtención de una licencia previa de la Secretaría de Economía, que hasta agosto de 2001 sólo se concedía a PEMEX.  Con posterioridad a esa fecha, las Secretarías de Economía y de Energía han expuesto los criterios para obtener un permiso de importación que autorice a los operadores a obtener GLP de fuentes distintas de PEMEX.  

iv) Productos petroquímicos

57. Aunque desde el punto de vista tecnológico no forme parte del sector energético, la industria petroquímica se incluye en él por las estrechas relaciones que existen entre los hidrocarburos y los productos petroquímicos.  En México se producen 13 tipos de productos petroquímicos secundarios en 61 fábricas, situadas principalmente en 10 complejos industriales dispersos por todo el país.  Casi todas las instalaciones de PEMEX se han resentido en los últimos años de una inversión insuficiente, una utilización de la capacidad en descenso (cuadro IV.6) y una disminución del ritmo de desarrollo de la industria petroquímica en general.  

58. La producción petroquímica en México se divide en dos subsectores:  el de los productos petroquímicos básicos, reservado a PEMEX, y el de los productos petroquímicos no básicos, en el que no existen restricciones a la inversión privada nacional o extranjera.  Los productos petroquímicos básicos son nueve:  metano, etano, propano, butano, pentano, hexano, heptano, naftas y materia prima para negro de humo.  PEMEX es el único proveedor de insumos para la industria petroquímica.  PEMEX y numerosas empresas privadas, que representan el 83 por ciento aproximadamente de la producción total, participan en la industria de los productos petroquímicos no básicos.

59. Aunque en principio el subsector está abierto a la inversión privada PEMEX es el único productor de etileno, óxido de etileno, polietileno y amoníaco.  El PSE atribuye este hecho a la falta de integración en las cadenas de producción, que reduce la seguridad en los suministros, así como a la posición monopolista de PEMEX en lo que respecta a la producción, distribución y venta de productos petroquímicos básicos, al alto precio interior del gas natural y a la expectativa del sector privado de que con el tiempo se privaticen las actividades petroquímicas de PEMEX.

60. El PSE señala también que la división entre productos petroquímicos básicos y no básicos es única en el mundo y provoca una falta de integración que reduce la competitividad de cadenas de producción enteras.  Según el Programa, la supresión de las actuales restricciones jurídicas que causan esta fragmentación, así como la búsqueda de soluciones que permitan establecer asociaciones estratégicas entre PEMEX y el sector privado, son condiciones fundamentales para atraer la inversión privada en la industria.

61. El Gobierno federal reconoce que no tiene recursos suficientes para invertir en nuevas instalaciones y que es necesario superar los desfases tecnológicos y la baja productividad, por lo que ha tratado de promover la participación del sector privado en la industria de los productos petroquímicos no básicos.  El PSE observa que también es interesante atraer la inversión privada en las instalaciones petroquímicas porque éstas requieren una aplicación intensiva de capital y una rentabilidad baja en comparación con los beneficios que reporta la extracción de hidrocarburos y porque el sector privado está expresamente autorizado a participar en la industria.

62. El Gobierno preveía originalmente vender una participación mayoritaria del 70 al 80 por ciento en 61 fábricas petroquímicas, pero tuvo que rebajar esas previsiones a raíz de un dictamen de la Oficina del Contralor de México según el cual era necesario aclarar y modificar las leyes en las que se determinaban las fábricas petroquímicas que podían privatizarse.  En 1996 se anunció una nueva estrategia, acompañada de las reformas jurídicas necesarias, por la que el Gobierno proponía vender participaciones minoritarias de hasta un 49 por cierto en las fábricas de PEMEX.  En 1998 se inició un proceso de licitación para vender al sector privado el 49 por ciento de las acciones de Petroquímica Morelos, perteneciente a PEMEX, pero la falta de interés por esta propuesta hizo que el proceso se declarase nulo.  También se estudió un plan en virtud del cual PEMEX trataría de establecer asociaciones con el sector privado para ampliar las fábricas existentes, pero este plan fue finalmente considerado inviable por las autoridades a causa de las restricciones que imponía el marco reglamentario en vigor.

63. En vista de esta decepcionante experiencia, el PSE considera imprescindible eliminar las actuales restricciones jurídicas a la integración vertical y a las alianzas estratégicas entre el sector privado y PEMEX.  Los objetivos que persigue el Programa son, entre otros, reestructurar y consolidar las actividades petroquímicas de PEMEX, garantizando de ese modo el suministro de insumos a las industrias transformadoras, revisar los precios corrientes de los insumos básicos para  ajustarlos a los precios mundiales por medio de contratos a largo plazo y utilizar la base de recursos del país para producir productos refinados que permitan sacar provecho de los acuerdos de libre comercio suscritos por México.

v) Electricidad

64. La industria de la energía eléctrica ha experimentado un rápido crecimiento;  la capacidad de generación de México pasó de 26,8 a 36,1 GW entre 1991 y 2000, año en que el 60 por ciento aproximadamente de esa capacidad se obtenía de los hidrocarburos y el 26 por ciento era de origen hidroeléctrico (cuadro IV.7).  La política energética de México exige que muchas centrales eléctricas sustituyan el petróleo por el gas natural para 2005, y que la mayoría de las nuevas centrales eléctricas funcionen con gas natural.

65. En el año 2000, las ventas de electricidad ascendieron a unos 155.349 GWh, el 60,4 por ciento de los cuales fueron consumidos por la industria, el 23,2 por ciento por los hogares, el 7,5 por ciento por el comercio, el 5,1 por ciento por la agricultura y el 3,8 por ciento por los servicios.
  Durante el decenio de 1990, el crecimiento medio anual de la demanda de electricidad (5,2 por ciento) fue superior al del PIB, situación que previsiblemente continuará en el decenio actual.  La cantidad de electricidad que es objeto de intercambio comercial, sobre todo con los Estados Unidos, es limitada, con un déficit en aumento:  en el año 2000 las exportaciones e importaciones se estimaron en 3,2 millones y 73,7 millones de dólares EE.UU., respectivamente.

Cuadro IV.7

Selección de indicadores de la industria eléctrica, 1996‑2000


1996
1997
1998
1999
2000a

Capacidad de producción (megavatios)b
34.791
34.815
35.255
35.666
36.213

de la cual (% del total):







Térmica 
57,8
57,8
59,3
59,2
59,3


Hidráulica 
28,8
28,8
27,5
26,2
26,5

Producción bruta de energía (gigavatios/hora)
160.494
170.519
180.490
202.694
216.166

desglose (% del total):







Sector público
94,6
94,6
94,7
89,3
87,0


Sector privado
5,4
5,4
5,3
10,7
13,0

Ventas nacionales (gigavatios/hora)
121.573
130.255
137.209
144.996
155.349

desglose (% del total):







Industria
58,9
59,8
59,8
60,2
60,4


Hogares
23,4
22,8
23,1
23,0
23,2


Comercio
7,7
7,6
7,7
7,6
7,5


Agricultura
6,2
5,9
5,6
5,5
5,1


Servicios públicos
4,2
3,9
3,8
3,7
3,8

Gastos presupuestados por CFE y LFC (millones de US$)c
5.295
6.752
6.513
7.894
9.306

desglose (% del total):







Gastos de explotación
78,6
75,1
75,5
75,8
79,0


Gastos en capital fijo
21,4
24,9
24,5
24,2
21,0

a
Datos provisionales.

b
Empresas estatales;  se refiere a la energía real.

c
Estimaciones de la OMC basadas en el tipo de cambio vigente al final del período.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de datos tomados del sitio Web de la Secretaría de Energía: (http://www.energia.gob.mx/energia/estadisticas.html).

66. Al final del año 2000, había 172 centrales eléctricas, de las que todas salvo una eran propiedad del Estado.  La industria eléctrica está dominada por la CFE, organismo estatal descentralizado con un estatuto jurídico independiente.  La CFE controla casi el 90 por ciento de los activos totales de la industria;  sus actividades abarcan la producción, transmisión y distribución de energía.  La LFC de hecho es filial de la CFE, aunque formalmente se trate de una empresa independiente, tiene la gran mayoría de sus clientes en la ciudad de México.  En lo sucesivo, las referencias a la CFE en las próximas secciones comprenden tanto a esta empresa como a LFC, salvo indicación en contrario.

67. Las disposiciones constitucionales introducidas en 1960 por las que se creaba un monopolio estatal para la distribución de electricidad como servicio público persisten todavía, pero la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica de 1992 atenuó las condiciones para la inversión del sector privado tanto extranjero como nacional.  Por consiguiente, las empresas privadas pueden construir y  poseer instalaciones para el consumo propio y la coproducción, así como grupos electrógenos de menos de 30 megavatios.  Productores privados y usuarios pueden también compartir la electricidad  mediante la creación de una empresa de propiedad conjunta, ya sea utilizando su propia infraestructura o contratando los servicios de la CFE.  Los productores privados no están autorizados a distribuir electricidad al público, pero pueden vender sus excedentes a la CFE.  Las inversiones en estos sectores requieren un permiso de la CRE;  si la participación extranjera es superior al 49 por ciento, se necesitan también autorizaciones de la Secretaría de Economía y de la Comisión de Inversión Extranjera.  La electricidad importada sólo puede ser utilizada por la empresa importadora.  

68. En mayo de 2001, un Decreto por el que se reformaba la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica permitió a los titulares de permisos relativos al consumo propio o la coproducción transferir a la CFE sus excedentes de energía sin previo aviso y en cualquier cantidad, estableciendo de este modo los criterios que aplicarán las empresas estatales para adquirir dicha energía.

69. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fija las tarifas eléctricas teniendo en cuenta los intereses de los consumidores y la necesidad de fomentar la inversión.  Existen diferencias apreciables entre las tarifas eléctricas que pagan como promedio los diversos usuarios.  En el año 2000 se aplicaron las siguientes tarifas medias (las cifras entre paréntesis corresponden a los pesos mexicanos por Kw/h) al comercio (1,2603), los servicios públicos (1,0468), los hogares (0,5590), la industria (0,5346) y la agricultura (0,2868).
  Los analistas estiman que algunos de estos precios no cubren los gastos de funcionamiento, y mucho menos la amortización del capital.

70. El PSE señala que la actual política de tarifas otorga subvenciones a la electricidad sin prestar mucha atención a consideraciones de equidad o de eficiencia en el uso de la energía.  Debido a la ineficacia del sistema de subvenciones generalizadas, existe una gran disparidad entre el precio de la energía eléctrica y su costo.  Los datos correspondientes al año 2000 indican que las tarifas cubrieron el 70 por ciento del coto de la electricidad suministrada por la CFE y sólo el 51 por ciento de la suministrada por LFC.  Las subvenciones concedidas por el Gobierno federal ascendieron a 56.800 millones de pesos mexicanos, y tres cuartos de estas ayudas se destinaron a usos domésticos y agrícolas.

71. La desreglamentación del sector eléctrico en México es una cuestión tan polémica como apremiante.  El volumen de las inversiones ha permitido satisfacer la demanda, pero ha dado lugar a que el margen de reserva sea insignificante.  Así pues, debido a una combinación de aumento de la demanda, operaciones de mantenimiento y averías que redujeron la capacidad disponible y retrasos en  la puesta en servicio de nuevas instalaciones, en abril de 2000 el margen de reserva descendió al 0,4 por ciento, cuando el margen mínimo que prevén las normas internacionales se sitúa en torno al 6 por ciento.

72. El PSE señala también que en los últimos años las restricciones fiscales han redundado en una inversión insuficiente en la industria eléctrica.  A su vez, esto ha causado pérdidas equivalentes al 10 por ciento de las ventas de baja tensión, que se suman a las pérdidas comerciales debidas a las deficiencias en el equipo de medición y de otro tipo.  El Programa estima que durante el período 2001-2010, las necesidades de inversión de la industria ascenderán a casi 676.000 millones de pesos mexicanos (equivalentes a unos 75.000 millones de dólares EE.UU al tipo de cambio vigente al final de 2001).  Como la inversión pública en la industria es insuficiente, se considera imprescindible que los recursos públicos se complementen con la inversión privada nacional y extranjera.  El PSE advierte que si no se consiguiera lo anterior correrían peligro la modernización y expansión del sector y los recursos públicos seguirían utilizándose con fines distintos a los de cubrir necesidades básicas en esferas como la educación, la salud y la seguridad.

73. El PSE sostiene que factores tales como la necesidad de alcanzar una escala mínima y concertar contratos de larga duración, así como el hecho de que los posibles productores y consumidores residen a menudo en regiones diferentes, han limitado la inversión privada en la industria eléctrica.  Para resolver estos problemas y financiar la infraestructura del sector eléctrico, el Gobierno ha recurrido a planes como los acuerdos de construcción, arrendamiento y transferencia.  Sin embargo, la mayoría de estos acuerdos prevén que el Estado siga asumiendo todos los riesgos asociados con las inversiones, cada una de las cuales debe registrarse como un gasto público excepcional.  Una vez que un proyecto se pone en marcha, genera obligaciones que se contabilizan como gastos en el presupuesto federal y se consideran parte de la deuda pública.

74. El PSE señala también que las condiciones monopolísticas imperantes en el mercado mexicano de la electricidad y las limitaciones políticas inherentes a su actual marco jurídico hacen que la participación de operadores privados en proyectos relacionados con el consumo propio, la coproducción y la producción en pequeña escala resulte poco atractiva.  Al no haber un mercado en el que dichos agentes puedan vender sus excedentes de energía recuperando los costos, los proyectos sólo son rentables cuando el productor utiliza toda su capacidad para su propio consumo.

75. Como alternativa para evitar la inversión en nuevas instalaciones, las autoridades han ofrecido sacar a concurso contratos de compra de capacidad y energía (CCCE) a productores de electricidad independientes.  Sin embargo, este plan sigue exigiendo garantías de la CFE con respecto a las compras de electricidad a largo plazo, que están respaldadas por el Gobierno federal y por consiguiente están supeditadas a la capacidad del Estado para contraer deudas extraordinarias.  Además, los pagos anuales a los productores independientes forman parte del presupuesto federal y de la deuda externa de México.  Por ello el PSE observa que, como el Estado ha alcanzado su límite para contraer nuevas deudas, es innegable la necesidad de una inversión privada que no requiera garantías del Estado.

76. A comienzos de 2001, se habían concedido 12 permisos a productores de electricidad independientes por una inversión total de unos 3.000 millones de dólares EE.UU.  De esos proyectos, 10 estaban ubicados en el norte de México, la mitad de ellos dependían por completo del gas natural importado de los Estados Unidos y los restantes dependían en parte de tales importaciones.

4) Industria manufacturera

i) Características principales

77. La industria manufacturera mexicana es un sector amplio y diversificado, que representa por término medio el 21 por ciento del PIB total como promedio durante el período 1996-2000.  En esos años, el sector confirmó su importante función como catalizador del crecimiento económico:  la proporción del PIB correspondiente a la industria manufacturera aumentó como promedio un 7,1 por ciento al año en términos reales, creciendo más deprisa que la economía en su conjunto (capítulo I).  El crecimiento de las actividades manufactureras en ese mismo período fue también considerablemente superior al 2,1 por ciento alcanzado en los primeros años del decenio de 1990.  Además, a diferencia de lo sucedido en esos años en que la actividad estuvo sujeta a fuertes fluctuaciones cíclicas, durante el período 1996-2000 se registró un crecimiento sostenido en la mayoría de las actividades manufactureras (cuadro IV.8).  

78. El dinamismo de la industria manufacturera mexicana en los últimos años está asociado con un entorno normativo favorable, la fuerte devaluación del peso a finales de 1994 y el impulso dado por la constante expansión de la economía estadounidense, que es con mucho el principal mercado de exportación de las manufacturas mexicanas.  Por esta última razón, se prevé que la disminución cíclica del ritmo de crecimiento de la economía de los Estados Unidos que comenzó a finales del año 2000 tendrá efectos importantes sobre el sector manufacturero mexicano; la actividad de casi todas las industrias del sector manufacturero se contrajo durante el primer semestre de 2001.

Cuadro IV.8

Proporción del PIB correspondiente a la industria manufacturera, 1990‑2001

(En miles de millones de pesos mexicanos, en precios constantes de 1993 y en porcentaje)


1990-95a
1996
1997
1998
1999
2000b
2001bc


Miles de millones de pesos mexicanos, en precios constantes de 1993

Productos alimenticios, bebidas y tabaco 
58,0
63,3
65,4
69,7
72,5
75,1
77,1

Textiles, prendas de vestir y cuero
19,3
21,1
23,3
24,2
24,9
26,3
24,4

Madera y productos madereros
7,1
7,2
7,7
8,0
8,0
8,1
7,3

Papel, productos de papel, impresión y edición
11,2
10,9
12,3
13,0
13,7
14,0
13,5

Productos químicos y plásticos
35,5
38,3
40,9
43,4
44,4
45,8
43,6

Productos minerales no metálicos, con excepción de derivados del petróleo 
16,8
17,5
18,6
19,5
19,9
21,0
19,9

Industrias metálicas básicas 
9,9
12,7
14,2
14,7
14,8
15,3
14,7

Productos metálicos, maquinaria y equipo
53,6
63,2
75,3
83,9
89,7
102,1
97,8

Otras industrias manufactureras  
6,3
6,9
7,6
8,2
8,7
9,7
10,0










Todas las industrias manufactureras  
217,7
241,2
265,1
284,6
296,5
317,5
308,1


Índice, PIB real, 1993=100

Productos alimenticios, bebidas y tabaco
98
107
110
118
122
127
130

Textiles, prendas de vestir y cuero
100
110
121
126
129
136
127

Madera y productos madereros
100
100
107
112
112
114
102

Papel, productos de papel, impresión y edición
99
96
109
115
121
124
119

Productos químicos y plásticos
101
109
117
124
127
131
124

Productos minerales no metálicos, con excepción del petróleo derivado 
96
100
106
111
113
120
113

Industrias metálicas básicas 
102
131
146
152
152
158
151

Productos metálicos, maquinaria y equipo
99
117
139
155
166
189
181

Otras industrias manufactureras  
96
105
116
125
132
148
152










Todas las industrias manufactureras  
99
110
121
129
135
144
140

a
Promedio anual para el período.

b
Estimaciones preliminares.

c
Estimaciones anualizadas basadas en el primer semestre.

Fuente:
Estimaciones de la OMC basadas en Poder Ejecutivo Federal (2000) Primer informe de Gobierno, septiembre, página 248.

79. En 2001 las industrias manufactureras más importantes desde el punto de vista del valor añadido son las siguientes (la cifra que figura entre paréntesis corresponde a su proporción en el PIB generado por el sector manufacturero):  productos metálicos, maquinaria y equipo, que incluyen en particular los automóviles (32 por ciento);  los productos alimenticios, las bebidas y el tabaco (24 por ciento);  y los productos químicos y los plásticos (14 por ciento).  Entre 1996 y 2000, la industria donde el valor añadido aumentó más deprisa fue la de los productos metálicos, maquinaria y equipo (con un crecimiento medio real de casi el 12,7 por ciento al año);  "otras" industrias manufactureras (9 por ciento);  y los textiles, prendas de vestir y cuero (5,6 por ciento).  En 2001, probablemente sólo siguió expandiéndose la industria de los productos alimenticios, bebidas y tabaco, mientras que en otras industrias, especialmente la de la madera y productos madereros y la de los textiles, prendas de vestir y cuero, se preveía una contracción.  

80. El sector manufacturero ha estado sometido a una fuerte presión para que aumente su productividad como resultado de la mayor integración de México en la economía mundial, especialmente a través del TLCAN, lo que ha obligado a las industrias nacionales a competir directamente con algunos de los productores más competitivos del mundo.  Al mismo tiempo, un mercado norteamericano más unido ha facilitado el acceso de los productores mexicanos a la base de  la demanda, el capital y la tecnología necesarios para aprovechar las economías de escala y mantener los aumentos de productividad.  La productividad por persona empleada en el sector y por hora de trabajo ha aumentado pues constantemente al menos desde 1990, aunque el crecimiento medio anual en 1996-2000 fue ligeramente menor que en 1991-1995 (cuadro IV.9).  Esta tendencia se interrumpió en 2001, año en que la pérdida de ritmo de actividad en el sector provocó un ligero descenso de la productividad por persona.

Cuadro IV.9

Índices de productividad en el sector manufactureroa
(Base 1993=100)


Personal empleadob
Sueldo medio real por persona 
Productividad media por trabajador
Productividad media por hora de trabajo
Coste unitario real de la mano de obrac

1990
..
83
83
83
100

1991
..
88
88
87
100

1992
..
96
93
92
103

1993
100
100
100
100
100

1994
97
104
109
110
95

1995
88
91
114
115
80

1996
90
82
125
126
65

1997
95
81
131
131
62

1998
98
84
136
136
61

1999
99
85
140
139
61

2000
100
90
146
145
62

2001d
98
90
145
146
62

..
No se dispone de datos.

a
Promedios del período.

b
Estimaciones de la OMC basadas en Banco de Información Económica, INEGI.

c
Expresado en pesos mexicanos.

d
Promedio de enero-mayo.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en Poder Ejecutivo Federal (2001), Primer informe de Gobierno, septiembre, página 248 y Banco de Información Económica, INEGI, disponible en http://www.inegi.gob.mx/estadistica/espanol/economia/feconomia.html.
81. El aumento de la productividad en el sector manufacturero se debe en parte a la considerable inversión extranjera directa (IED) que ha recibido.  Las autoridades indicaron que en 1997-2000 esa inversión había ascendido a unos 28.400 millones de dólares EE.UU., es decir el 64 por ciento aproximadamente del total (cuadro I 5) iv)).  Las dos industrias manufactureras que atrajeron más IED fueron la de productos metálicos, maquinaria y equipo (especialmente automóviles y electrónica), que recibió casi la mitad de la IED total destinada a las manufacturas, y la de los productos alimenticios, bebidas y tabaco, que recibió un quinto aproximadamente.  Cerca de un tercio de la IED en el sector manufacturero fue a parar a la industria maquiladora.

82. Como se señalaba en el informe de la Secretaría para el Examen anterior de México, los aumentos de la productividad en el sector manufacturero durante los primeros años del decenio de 1990 estuvieron relacionados con la reducción del número de trabajadores incluso mientras aumentaba la producción del sector.  Esta tendencia se invirtió en 1996, al aumentar el número de personas empleadas en el sector hasta recuperar en 2000 su nivel de 1993.  Sin embargo, en 2001 el empleo en el sector empezó a descender de nuevo como respuesta de los productores a la contracción de la demanda.

83. Los sueldos medios reales por persona han aumentado desde 1998, tras haber sufrido un pronunciado descenso en 1995-1997 como consecuencia de la crisis financiera y de la fuerte devaluación monetaria de finales de 1994.  No obstante y a pesar del mencionado aumento de la productividad, en 2001 los sueldos a precios constantes eran inferiores a los de 1994.  Al haber crecido la productividad más deprisa de lo que aumentaron los sueldos, el costo unitario real de la mano de obra tendió a descender hasta 1998, incrementándose ligeramente a partir de entonces.  La rentabilidad del sector parece haber aumentado también, ya que en los últimos años la proporción del valor añadido aportada por la mano de obra ha crecido menos deprisa que el valor añadido agregado.  Este dato parece indicar que la industria manufacturera en su conjunto parece haberse adaptado bien a los esfuerzos realizados por México desde mediados del decenio de 1980 para liberalizar el comercio, y haberse beneficiado de ellos.

84. El aumento de la participación de México en el comercio exterior se explica en gran medida por las estrechas relaciones de su sector manufacturero con las cadenas internacionales de producción, orientadas en gran parte a abastecer el mercado estadounidense.  Como resultado de ello, el alto contenido de insumos importados de las manufacturas mexicanas ha hecho que el crecimiento de las exportaciones haya ido acompañado de un aumento de las importaciones.  Así pues, la parte correspondiente a las manufacturas en las exportaciones e importaciones totales aumentó del 44 y el 75 por ciento en 1990 al 83 y el 86 por ciento en 2000, respectivamente (al haber aumentado también considerablemente el valor de las exportaciones e importaciones totales, capítulo I 5) ii)).  

85. Como se señalaba en el informe de la Secretaría para el Examen anterior de México, el comercio intrasectorial entre México y los Estados Unidos es más alto de lo habitual entre países en desarrollo y desarrollados, y se acerca más a las cifras que se registran entre países industrializados.   Esto se debe a la proximidad geográfica entre los productores mexicanos y estadounidenses y al programa de México para la industria maquiladora, que ha alentado el comercio tanto intrasectorial como intraempresarial.  La consecuencia ha sido que las mayores industrias de exportación suelen ser también las que más importaciones realizan.  Así pues, en el año 2000  la maquinaria, aparatos, accesorios y suministros eléctricos (CIIU 383) representaron el 33 y el 27 por ciento aproximadamente de todas las exportaciones e importaciones de productos manufacturados, mientras que en el caso de los automóviles (CIIU 3843) las proporciones fueron del 21 y el 13 por ciento respectivamente (cuadro AIV.3).

ii) La industria manufacturera bajo control aduanero o industria maquiladora

86. Una de las características más notables del sector manufacturero mexicano es la importante función que desempeña la industria maquiladora, basada en la importación temporal, en franquicia arancelaria, de insumos (incluida maquinaria) que se utilizarán en actividades manufactureras orientadas a la exportación;  en el capítulo III 3) vii) se ofrece una descripción de los instrumentos concretos que utiliza la industria maquiladora y los importantes cambios introducidos el 1º de enero de 2001.

87. La industria maquiladora se ha concentrado tradicionalmente a lo largo de la frontera de México con los Estados Unidos.  Sin embargo, en los últimos años sus actividades han tendido a crecer más rápidamente en las zonas no fronterizas, por lo que, si bien en 1990 algo más de tres cuartos de las actividades de la industria maquiladora, por lo que se refiere al número de establecimientos, empleo y valor añadido, se realizaban en municipios situados a lo largo de la frontera entre México y Estados Unidos, en el año 2000 esa proporción había descendido al 60 por ciento aproximadamente.
  Ese último año, la industria maquiladora disponía de algo más de 3.600 establecimientos en los que trabajaban casi 1,3 millones de personas en 2000 (cuadro IV.10);  las empresas maquiladoras generaban unos 17.500 millones de dólares EE.UU. de valor añadido y exportaban productos por un valor de casi 79.500 millones.

Cuadro IV.10

Industria maquiladora, indicadores estructurales, 1990-2001


Salarios
Todos los insumos
Insumos nacionales
Valor añadido 
Valor de la producción b
Parte correspon-diente al valor añadido c
Parte correspon-diente a la mano de obrad
Margen entre precio y costo e
Insumos nacionales 


(millones de US$ actuales)a
(como % del valor de la producción)












1990
1.732
10.161
174
3.364
13.525
24,9
12,8
12,1
1,3

1991
2.088
12.198
218
4.092
16.290
25,1
12,8
12,3
1,3

1992
2.625
14.336
267
4.797
19.133
25,1
13,7
11,4
1,4

1993
3.091
18.035
313
5.560
23.595
23,6
13,1
10,5
1,3

1994
2.379
14.493
214
4.212
18.704
22,5
12,7
9,8
1,1

1995
2.119
18.595
311
4.332
22.927
18,9
9,2
9,7
1,4

1996
3.067
28.202
566
6.320
34.522
18,3
8,9
9,4
1,6

1997
4.394
35.823
779
8.874
44.697
19,9
9,8
10,0
1,7

1998
4.857
37.254
1.028
9.999
47.253
21,2
10,3
10,9
2,2

1999
6.782
46.976
1.413
13.943
60.919
22,9
11,1
11,8
2,3

2000f
8.713
54.438
1.761
17.492
71.931
24,3
12,1
12,2
2,4

2001g
4.125
24.546
852
8.384
32.929
25,5
12,5
12,9
2,6


Número de estableci-mientos
Personas empleadas

Producti-vidad de 
la mano 
de obra
Salario medio

Exporta-ciones
Importa-ciones
Exporta-ciones netas 


(miles de US$/trabajador)

(millones de US$ actuales)












1990
1.703
446.436

7.942
1.017

13.873
10.321
3.551

1991
1.914
467.352

8.511
1.091

15.833
11.782
4.051

1992
2.075
505.698

9.221
1.265

18.680
13.937
4.743

1993
2.114
542.074

11.162
1.462

21.853
16.443
5.410

1994
2.085
583.044

8.971
1.141

26.269
20.466
5.803

1995
2.130
648.263

10.764
995

31.103
26.179
4.925

1996
2.411
753.708

14.319
1.272

36.920
30.505
6.416

1997
2.717
903.528

16.451
1.617

45.166
36.332
8.834

1998
2.983
1.014.006

15.841
1.628

53.083
42.557
10.526

1999
3.297
1.143.240

18.477
2.057

63.854
50.409
13.444

2000f
3.590
1.285.007

20.036
2.427

79.467
61.709
17.759

2001g
3.735
1.276.911

8.816
1.104

44.631
33.329
11.301

a
Cifras derivadas de datos en pesos mexicanos aplicando los tipos de cambio vigentes al final del período.

b
Entendido como la suma del valor de los insumos y el valor añadido, correspondiendo este último al valor de la producción devengado por factores de producción que generan valor añadido como, por ejemplo, la mano de obra y el capital.

c
Relación entre el valor añadido y el valor de la producción.

d
Proporción del valor de la producción que se paga a la mano de obra en forma de salarios (equivalente también a la relación entre el salario medio y la productividad de la mano de obra).

e
El margen entre precio y costo es la cantidad residual, expresada como proporción del valor de la producción, devengada por todos los factores distintos de la mano de obra que generan  valor añadido.

f
Datos preliminares.

g
Estimaciones preliminares para enero-mayo, o para enero-julio en el caso de las exportaciones, las importaciones y las exportaciones netas.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en Poder Ejecutivo Federal (2001) Primer informe de Gobierno, septiembre, página 254.

88. Las principales actividades de la industria maquiladora son las siguientes (las cifras que figuran entre paréntesis corresponden al porcentaje del valor añadido total de la industria maquiladora en 1996/2000):  material eléctrico y electrónico (26/30);  equipo y accesorios para automóviles (23/17);  textiles y prendas de vestir (12/16);  y maquinaria eléctrica y electrónica (11/8).
  La existencia de la industria maquiladora y su desarrollo se deben en gran parte a la inversión extranjera:  a mediados del decenio de 1990, la mitad de la inversión en la industria procedía de los Estados Unidos, el 44 por ciento de México, el 4 por ciento de Asia y el resto de Europa o América Latina.  

89. La industria maquiladora se ha expandido durante tres decenios, habiéndose acelerado su crecimiento desde el Examen anterior de México.  De hecho, la notable expansión de esta industria explica los buenos resultados obtenidos recientemente por la industria manufacturera en su conjunto:  entre 1996 y 2000 el valor añadido y el valor de la producción registraron unas extraordinarias tasas medias de crecimiento anual, de casi el 33 y el 26 por ciento respectivamente.
  Durante ese período, el empleo creció a ritmos menores, pero todavía intensos, con lo que se duplicó el número de puestos de trabajo, confirmándose así la capacidad tradicional de la industria maquiladora para crear empleo;  se observaron tendencias análogas en relación con los salarios medios (nominales) y la productividad de la mano de obra.

90. El fundamento de la expansión de la industria maquiladora fue el rápido crecimiento de las exportaciones, de casi un 21 por ciento al año como promedio durante el período 1996-2000.  Aunque esto se tradujo a su vez en un aumento de las exportaciones, la industria consiguió incrementar constantemente su utilización de insumos nacionales que, sin embargo, en el año 2000 representaban sólo un 2,4 por ciento aproximadamente del valor de la producción, o un 3,5 por ciento del valor de todos los insumos utilizados en sus operaciones.  Así pues, la industria parece haber logrado en cierta medida establecer una mayor concatenación con las actividades nacionales situadas en fases anteriores del proceso de producción.

91. Habida cuenta de que sus vínculos con otras actividades nacionales siguieron siendo relativamente débiles, la reducción del ritmo de crecimiento de la economía mexicana en 1995 no tuvo aparentemente efectos negativos sobre el valor de la producción de la industria puesto que las exportaciones continuaron creciendo, pero la parte correspondiente al valor añadido se redujo en 1995 y 1996 al disminuir tanto el margen entre precio y costo (que es un indicador indirecto de la rentabilidad) como la parte correspondiente a la mano de obra.  Desde entonces, estas dos variables han aumentado, lo que responde a un crecimiento de los salarios, y probablemente de los beneficios, en la industria maquiladora.  Aunque las estadísticas provisionales correspondientes a comienzos de 2001 no lo han evidenciado todavía, se preveía que el ritmo más lento de la economía estadounidense tendría ese año importantes efectos negativos en la industria maquiladora.

iii) Objetivos e instrumentos de política

92. El método aplicado por México desde mediados del decenio de 1980 a la política comercial e industrial ha consistido en aumentar gradualmente la exposición del sector manufacturero a la competencia extranjera;  como resultado de ello, actualmente puede decirse que el sector en su conjunto está claramente orientado al exterior, aunque las políticas relativas a ciertas actividades siguen estando caracterizadas por objetivos de sustitución de importaciones.  Los objetivos globales de la política industrial mexicana para 1995-2000 se definieron en el Programa de Política Industrial y Comercio Exterior (PPICE).
  El PPICE, que se describía en el informe de la Secretaría correspondiente al Examen anterior de México, preveía que el Estado aumentaría la competitividad creando las condiciones necesarias para obtener una alta rentabilidad en las actividades de exportación, facilitando el acceso a los mercados extranjeros, acelerando el desarrollo de grupos industriales integrados regional y verticalmente y alentando una sustitución eficaz de las importaciones.

93. A la vista de las tendencias mencionadas, el PPICE parece haber conseguido en los últimos años sus objetivos principales de generar un crecimiento más rápido en el sector manufacturero en relación con el resto de la economía y crear un gran número de puestos de trabajo.  Como esto sucedía en un contexto económico por lo general favorable, es probable que la contracción de la demanda nacional y extranjera que comenzó a finales del año 2000, unida a un tipo de cambio relativamente alto y una presión salarial creciente, pongan a prueba la sostenibilidad de la política industrial mexicana.  Además, los compromisos contraídos por México tanto en virtud de acuerdos preferenciales (por ejemplo, protección arancelaria) como en un contexto multilateral (por ejemplo, las MIC) harán necesaria una modificación del uso de algunos instrumentos normativos.  El ingreso previsto de China en la OMC podría influir también en las condiciones de acceso de ciertas manufacturas chinas que competirían directamente con los productos mexicanos tanto en el propio México como en el mercado de los Estados Unidos (por ejemplo, textiles, prendas de vestir, calzado y ciertos productos electrónicos).

94. A finales de diciembre de 2001, los objetivos generales del PPICE seguían constituyendo los principios rectores de los diversos programas vigentes, puesto que no se había establecido por ley ningún programa que lo sustituyera.  A este respecto, la Secretaría de Economía aplica la estrategia del PPICE a través de tres programas principales que tratan de introducir mejoras en la reglamentación, abrir mercados extranjeros y promover una competencia leal tanto en los mercados nacionales como en los extranjeros.

95. En la práctica la política industrial de México se aplica en gran medida mediante los diversos instrumentos comerciales que se detallaron en el capítulo III.  Sin embargo, es difícil evaluar la asistencia neta que proporcionan a las distintas actividades manufactureras, asistencia que plantea interrogantes en cuanto a la coherencia general de los instrumentos normativos.  Por ejemplo, el acceso preferencial que se concede a las manufacturas extranjeras comprendidas en los acuerdos generales parece poner en grave peligro la protección otorgada a los productores mexicanos merced a los derechos arancelarios NMF;  la protección arancelaria sería más eficaz si se hicieran concesiones a los productores nacionales con respecto a la importación en franquicia arancelaria de insumos procedentes de fuentes no preferenciales, concesiones que sin embargo no se aplican ya a las exportaciones destinadas a la región del TLCAN.

96. La progresividad arancelaria en la frontera tiene como finalidad brindar a las industrias transformadoras situadas en fases más avanzadas del proceso de producción más protección que a otras industrias contra la competencia de las importaciones, lo que quedó más claro después de que se incrementaran los derechos arancelarios en enero de 1999;  también es probable que las concesiones arancelarias aplicadas a los insumos amplíen la progresividad.  En general, los aumentos arancelarios elevaron los derechos arancelarios NMF sobre los productos manufacturados al 16,5 por ciento en 2001.  De conformidad con la definición de 4 dígitos de la CIIU, la protección arancelaria nominal más alta corresponde a diversas actividades relacionadas con la elaboración de productos agropecuarios, textiles y prendas de vestir y calzado (cuadro AIV.3).  

97. Como también se indica en el capítulo III, entre otras medidas relacionadas con el comercio que tienen una orientación industrial cabe citar el recurso a licencias no automáticas de importación (por ejemplo, para los productos petroquímicos cuya producción se reserva el Estado, neumáticos usados, maquinaria y equipo de oficina, vehículos y prendas de vestir usadas) y a normas sobre compras del sector público para dar ventaja a las empresas nacionales en las licitaciones públicas (que afectan especialmente a los productos farmacéuticos y los bienes de equipo).  El uso de medidas para hacer frente a imprevistos, especialmente medidas antidumping, indica que también éstas son un elemento importante de la ayuda a ciertas industrias (como, por ejemplo, las del acero, los productos petroquímicos, los plásticos, los textiles y el calzado).

98. Otro instrumento normativo fundamental en el sector manufacturero es el de las concesiones fiscales previstas en los programas PITEX y ECEX y en el régimen aplicado a la industria maquiladora.  Dada la reducción de los beneficios obtenidos en el marco de esos programas, en el año 2000 se estableció un nuevo programa de fomento sectorial denominado PROSEC (capítulo III).  De conformidad con este programa, las empresas pueden importar determinados insumos a unos tipos arancelarios reducidos, a reserva en algunos casos de que cumplan requisitos relativos al contenido de insumos nacionales o  de que no existan sucedáneos internos.  

99. Además, se presta una asistencia especial a la industria del automóvil, que ha sido un sector prioritario dentro de la política industrial desde comienzos del decenio de 1960.  Se ha concedido ayuda en forma de fuerte protección arancelaria, incentivos fiscales y requisitos relativos al contenido de insumos nacionales, al tiempo que se ha recurrido a restricciones de la inversión extranjera para promover el sector nacional de los repuestos para automóviles (autopartes).  Como se señalaba también en el informe de la Secretaría para el Examen anterior de México, la liberalización unilateral emprendida en los últimos años del decenio de 1980 afectó relativamente poco a la industria del automóvil, ya que sus alegaciones de que necesitaba más tiempo para adaptarse fueron atendidas.  En 2001, tras señalar que la industria del automóvil estaba tropezando con dificultades especiales para aplicar el Acuerdo de la OMC sobre las medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio (MIC), México pidió una prórroga, a partir del 1º de enero de 2002, para suprimir las medidas de esa índole.

100. Entre tanto, la industria del automóvil sigue rigiéndose por los decretos de 1989 que se describieron en el capítulo III 4) viii).  Además, las normas de origen del TLCAN constituyen un incentivo para utilizar insumos intermedios producidos en la región del Tratado.  Por otra parte, están prohibidas las importaciones de automóviles usados, con excepción de las que se realizan en la zona fronteriza, que están sujetas a normas especiales.  Aunque el TLCAN prevé una supresión gradual de esta prohibición, que se completará el 1º de enero de 2019, esa medida sólo se aplicará a los vehículos originarios del TLCAN.

5) Servicios

i) Servicios financieros

a)
Panorama general

101. El sistema financiero mexicano está integrado por las instituciones siguientes:  bancos, entidades de crédito auxiliares (empresas de factoraje financiero, de arrendamiento financiero, agencias de cambio, almacenes generales de depósito, cooperativas de crédito y ahorros y préstamos);  empresas de intermediación de valores, de seguros, de fianzas y de planes de pensiones.  Su supervisión está a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y el Banco de México, que es el Banco Central.  La reglamentación y supervisión del sistema financiero incumben primordialmente a la SHCP y sus organismos reguladores:  la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) supervisa el sistema bancario, los valores y las organizaciones y actividades auxiliares del crédito, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas (CNSF) supervisa el  sector de los seguros y fianzas y la Comisión Nacional de Sistemas de Ahorro para el Retiro (CONSAR) supervisa los planes de ahorro para la jubilación.  Además de estas operaciones normales (entre las que se incluyen la reglamentación del sistema de pagos y el desempeño de las funciones de banco de reserva y prestamista en última instancia para las instituciones crediticias), el Banco Central regula las operaciones financieras y los mercados de divisas y de productos financieros derivados.  

102. Desde el Examen anterior, se han establecido en México dos entidades reguladoras:  el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (véase el recuadro IV.1) y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF), que asesora y defiende a los clientes de instituciones financieras (gráfico IV.1).  Otras reformas reglamentarias importantes han dado lugar a una atenuación de las restricciones a la propiedad en manos de extranjeros, habiéndose introducido también cambios significativos en el régimen de reglamentación cautelar (véase el cuadro IV.11).

103. México tomó parte en las negociaciones ampliadas del AGCS sobre servicios financieros y aceptó el Quinto Protocolo el 29 de enero de 1999.
  En lo que concierne a los servicios bancarios y otros servicios financieros (con exclusión de los relacionados con los seguros), México sólo contrajo compromisos con respecto a la presencia comercial: se consolidó el trato nacional para todos los servicios de ese tipo incluidos en la lista de México, mientras que el acceso a los mercados se consolidó por lo general en el 40 ó 49 por ciento del capital social común (en el marco de la Ronda Uruguay, el acceso a los mercados se había consolidado por lo general en el 30 por ciento), y cada participación se limitó al 5 por ciento del capital social, o al 20 por ciento con autorización de la SHCP. Por lo que respecta a los servicios de seguros, sólo se contrajeron compromisos en materia de acceso a los mercados y trato nacional para la presencia comercial, salvo en el caso de los servicios de reaseguro para los que se consolidó el trato nacional para su suministro transfronterizo. El acceso a los mercados de servicios de seguros comprendidos en la lista de México a través de la presencia comercial se consolidó en el 40 por ciento del capital desembolsado (en la Ronda Uruguay por lo general, el acceso a los mercados se había consolidado en el 30 por ciento);  el límite a la participación de cada inversor extranjero se consolidó en el 10 por ciento, o en el 20 por ciento con autorización de la SHCP.

104. Las instituciones financieras extranjeras pueden abrir oficinas de representación en México con autorización previa de la SHCP;  estas oficinas no pueden actuar como intermediarios financieros ni promover la aceptación de fondos por la empresa a la que representan.  Las instituciones financieras extranjeras sin presencia comercial no pueden ofrecer sus servicios a clientes residentes en México ni realizar transacciones con ellos.

Recuadro IV.1:  El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario 

A raíz de la crisis financiera de mediados del decenio de 1990, las autoridades mexicanas adoptaron diversas medidas orientadas a evitar el hundimiento del mercado financiero mexicano.  Estas medidas incluyeron asistencia financiera a bancos en dificultades, programas de apoyo a deudores e iniciativas para la reestructuración de los bancos.  En estas circunstancias, se creó el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB) en virtud de la Ley de Protección al Ahorro Bancario (LPAB) de 19 de enero de 1999, cuyos principales objetivos eran el establecimiento de un sistema de protección del ahorro bancario y la conclusión del proceso de saneamiento de las entidades bancarias.  El IPAB es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio;  está regido por una Junta que preside el Secretario de Hacienda y Crédito Público y de la que forman parte el Gobernador del Banco de México, el Presidente de la CNBV y cuatro vocales designados por el Presidente y ratificados por el Congreso.

La LPAB fue el punto de partida para la creación en México de un mecanismo bien definido, limitado y obligatorio de garantía de los depósitos.  La Ley contempla la eliminación gradual de la actual garantía universal de los depósitos para el 1º de enero de 2005, fecha en que la responsabilidad bancaria se limitará a una cantidad máxima de 400.000 unidades de inversión por persona e institución.  Los bancos comerciales están obligados a pagar al IPAB una contribución que va del 0,4 al 0,8 por ciento de su pasivo al año.  El IPAB debe mantener el acceso a tres cuartas partes de los ingresos derivados de esa contribución para concluir los programas de saneamiento financiero y liquidar el FOBAPROA (Fondo Bancario de Protección al Ahorro) y el FAMEVAL (Fondo de Apoyo al Mercado de Valores), mientras que el cuarto restante se utilizará para sufragar los gastos administrativos y de funcionamiento del IPAB y para crear un Fondo de Reserva para la Protección al Ahorro Bancario.

La LPAB autoriza a los bancos que poseen bonos del FOBAPROA a canjearlos por bonos del IPAB, siempre que presenten un plan de consolidación financiera que debe ser aprobado por la CNBV.  A finales de 1999, todos los bancos que tenían derecho a efectuar este cambio – BANAMEX, BANCOMER, BANORTE, BITAL y BBV – lo habían solicitado y habían comenzado su consolidación financiera.  El IPAB se hizo también cargo de las obligaciones contraídas por el FOBAPROA y el FAMEVAL en relación con los programas de saneamiento financiero y apoyo a deudores puestos en marcha por las autoridades financieras;  a finales de 2000, las obligaciones totales del IPAB derivadas de los programas de saneamiento financiero y apoyo a deudores ascendían a 882.000 millones de pesos mexicanos (suma equivalente al 16 por ciento del PIB).

En 1999, el IPAB intervino dos bancos comerciales, la Banca Serfin y BanCrecer, para proteger a más de 3,5 millones de cuentacorrentistas.  En ambos casos, el IPAB evitó que quebraran inyectando recursos  para su recapitalización;  los accionistas perdieron el capital que habían invertido.  La Banca Serfin volvió al sector privado a mediados del año 2000, aunque el IPAB siguió siendo el principal acreedor;  en septiembre de 2001, BanCrecer fue vendido a Banorte, mediante concurso público, por 1.600 millones de pesos mexicanos (unos 176 millones de dólares EE.UU.).  

Fuente:
IPAB (2000), Informe anual [en línea].  Puede consultarse en:  http://www.ipab.org.mx/ 
[15 de noviembre de 2001].

105. El acceso al mercado de servicios financieros previsto en las leyes mexicanas es más favorable en la práctica que los compromisos contraídos por México en el AGCS.  En enero de 1999, se modificaron la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley del Mercado de Valores y la Ley para regular las Agrupaciones Financieras con objeto de que los inversores extranjeros pudieran participar en bancos comerciales, agrupaciones financieras, empresas de corretaje de valores y entidades especializadas en el mercado de valores controlando hasta el 100 por ciento de su capital.  El porcentaje total de la inversión extranjera en otras instituciones financieras (incluidos almacenes generales de depósito, arrendadoras financieras, empresas de factoraje financiero, casas de cambio y compañías de seguros y fianzas) continúa limitado al 49 por ciento del capital desembolsado.  Sigue estando prohibida la inversión extranjera en cooperativas de crédito y bancos de desarrollo.  

Gráfico IV.1

Estructura del sistema financiero mexicano, diciembre de 2001
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Fuente:
Secretaría de la OMC sobre la base de información facilitada por las autoridades mexicanas.

Cuadro IV.11

Principales leyes del sector financiero

Leyes
Fecha de publicación (modificación más reciente)

Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito
14 de enero de 1985 (4 de junio de 2001)

Ley de Sociedades de Inversión
4 de junio de 2001

Ley de Instituciones de Crédito
18 de julio de 1990 (15 de enero de 2002)

Ley para regular las Agrupaciones Financieras
18 de julio de 1990 (4 de junio de 2001)

Ley del Banco de México
23 de diciembre de 1993 (19 de enero de 1994)

Reglas para el Establecimiento de Filiales de Instituciones Financieras del Exterior
21 de abril de 1994

Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro
23 de mayo de 1996 (16 de enero de 2002)

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros
31 de agosto de 1935 (19 de enero de 2001)

Reglamento de la Comisión Nacional de Seguros, y Fianzas en Materia de Inspección, Vigilancia y Contabilidad
14 de enero de 1991

Ley de Ahorro y Crédito Popular
4 de junio de 2001

Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
28 de abril de 1995 (1º de junio de 2001)

Ley del Mercado de Valores
2 de enero de 1975 (1º de junio de 2001)

Ley de Protección al Ahorro Bancario
19 de enero de 1999 (1º de junio de 2001)

Ley Federal de Instituciones de Fianzas
29 de diciembre de 1950 (16 de enero de 2002)

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios financieros
18 de enero de 1999 (5 de enero de 2000)

Fuente:
Autoridades mexicanas.

106. A pesar de las disposiciones citadas, la propiedad extranjera sólo se puede ejercer sin restricciones mediante la figura jurídica de las filiales de entidades financieras extranjeras.  Los límites a la propiedad extranjera de entidades financieras no se aplican a las filiales de entidades financieras extranjeras con sede en países con los que México ha concertado acuerdos que abarcan los servicios financieros y prevén el establecimiento de tales filiales.  Además del TLCAN, México ha firmado acuerdos de ese tipo con Colombia y Venezuela, la Asociación Europea de Libre Cambio y la Unión Europea.  En el caso de los acuerdos de libre comercio suscritos con Bolivia y Nicaragua, que incluyen también disposiciones relativas a los servicios financieros, no se permite el establecimiento de filiales.

107. Las instituciones financieras de otros países sólo pueden tener una participación minoritaria en las instituciones nacionales.  Sin embargo, en virtud de su adhesión a la OCDE, México permite que se establezcan filiales de entidades financieras de todos los países de esta Organización.

108. Como se ha señalado, la legislación mexicana permite el establecimiento de agrupaciones financieras (sociedades holding) que controlan diferentes tipos de instituciones.  Estas agrupaciones deben incluir por lo general, al menos tres de las instituciones siguientes:  i) banco;  ii)  empresa de corretaje;  iii) compañía de seguros;  iv) empresa de fianzas;  v) empresa que gestiona fondos comunes;  vi) agente de cambios;  vii) almacén general de depósito;  viii) arrendadora financiera;  ix) empresa de factoraje financiero;  x) institución financiera de ámbito limitado;  xi) entidad de ahorro para la jubilación;  o xii) empresas de gestión de sociedades de inversión.  También pueden establecerse agrupaciones financieras que comprendan sólo dos tipos de entidades, a condición de que éstas pertenezcan a una de las siguientes categorías:  i) banco;  ii) empresa de corretaje;  o iii) compañía de seguros.  El establecimiento de sociedades holding debe ser autorizado por la SHCP, que concede tales autorizaciones a título discrecional.
  La mayoría de los miembros de la junta de una agrupación financiera deben ser nacionales de México o extranjeros que residan en ese país.

b)
Sistema bancario

109. El sistema financiero mexicano está dominado por las instituciones bancarias, entre las que se incluyen bancos comerciales o polivalentes (que están autorizados a recibir dinero del público), bancos de desarrollo, entidades financieras de ámbito limitado (dedicadas a una sola actividad, como por ejemplo, administración de tarjetas de crédito o concesión de préstamos para la adquisición de automóviles o viviendas), el Banco Nacional de Servicios Financieros
 y los fondos públicos en fideicomiso (destinados a sufragar actividades concretas).

110. Entre diciembre de 1997 y marzo de 2001, el crédito total concedido por los bancos comerciales al sector productivo disminuyó considerablemente, pasando de 539.000 millones de pesos mexicanos (unos 66.000 millones de dólares EE.UU.) a 463.000 millones de pesos mexicanos (unos 48.000 millones de dólares EE.UU.) (cuadro IV.12).  Esto se explica por la crisis financiera de mediados del decenio de 1990, que hizo que una gran porción del crédito se desplazara hacia el IPAB (véase el recuadro IV.1 más adelante), así como por un comportamiento más prudente por parte de los bancos comerciales y por la mayor limitación de los recursos a su disposición, que entre 1995 y 1998 se destinaron en su mayor parte a reponer las reservas y a mejorar la situación general de su balance.  Por lo que respecta a la demanda, también influyeron en el crédito al sector productivo los tipos de interés relativamente altos y el acceso a otras fuentes de financiación, como por ejemplo el crédito a proveedores y el crédito entre empresas.

Cuadro IV.12

Crédito total concedido por los bancos comerciales, por sectores, 1997‑2001
(En porcentaje, salvo indicación en contrario)

Sector
1997
1998
1999
2000
2001a

Crédito total (millones de pesos mexicanos)
895.348
949.169
1.026.820
946.633
914.540

Crédito total (millones de US$)
113.070
103.893
107.403
100.113
100.546


Agricultura, silvicultura y pesca
5,6
5,3
4,5
4,2
4,3


Industria
26,2
27,0
23,1
22,1
21,9



Minería
0,6
0,4
0,4
0,6
0,6



Manufacturas
17,4
18,4
16,1
15,9
15,4



Construcción
8,2
8,2
6,6
5,6
5,9


Servicios y otras actividades
28,4
26,5
22,4
24,8
24,5


Vivienda
24,7
26,4
24,6
22,2
21,8


Consumo
3,4
3,5
3,4
4,7
5,3


Sector financiero nacional 
1,7
2,1
14,4
15,4
14,8



Privado
1,6
1,8
2,4
2,8
3,0



Público
0,1
0,3
0,4
0,4
0,1



FOBAPROA e IPAB
n.a.
n.a.
11,7
12,2
11,8


Gobierno y administración pública 
4,8
5,7
5,0
5,2
5,6


Entidades en el extranjero
0,9
1,3
0,3
0,5
0,7

Crédito vencido (% del crédito total)
24,0
31,1
29,0
24,7
23,2


Agricultura, silvicultura y pesca
43,4
75,0
78,6
76,8
66,2


Industria
18,7
28,1
32,1
30,6
29,2



Minería
10,7
28,9
35,3
26,6
28,9



Manufacturas
16,1
24,4
29,0
27,1
26,1



Construcción
24,8
36,2
39,3
41,0
37,1


Servicios y otras actividades
27,4
39,0
44,5
36,0
32,6


Vivienda
28,9
28,7
27,1
20,9
21,6


Consumo
24,1
20,7
18,0
10,4
10,2


Sector financiero nacional 
52,7
43,8
5,1
4,5
5,0


Gobierno y administración pública 
0,4
0,4
0,4
0,3
0,3


Entidades en el extranjero
4,5
0,2
11,6
0,9
..

..
No se dispone de datos.

a
Estimaciones provisionales en mayo de 2001.

Fuente:
Poder Ejecutivo Federal (2001), Primer informe de Gobierno [en línea].  Puede consultarse en:  http://www.presidencia.gob.mx/.

111. Los indicadores financieros relativos a los bancos comerciales han mejorado desde la crisis de mediados del decenio de 1990.  La proporción de los préstamos vencidos con respecto a los préstamos totales ha registrado un pronunciado descenso desde 1994, y en diciembre de 2001 ascendía a menos del 5 por ciento;  también ha mejorado la suficiencia del capital (expresada como la proporción del capital neto con respecto a los activos de riesgo), que en 2001 se situaba en torno al 15 por ciento (cuadro IV.13).

112. Las normas más rigurosas sobre capitalización y reservas aumentaron la necesidad de capital adicional, lo que exigió la participación de nuevos inversores.  En enero de 1999, se autorizó a los inversores extranjeros a poseer participaciones de control en bancos comerciales mexicanos, independientemente de las dimensiones de éstos.
  Esta reforma dio lugar a un notable aumento de la participación extranjera que, expresada como la proporción correspondiente a los bancos controlados por extranjeros en los activos totales, aumentó del 24 por ciento en 1998 a casi el 50 por ciento al final de 2000;  después de la adquisición de BANAMEX por CITIGROUP esta proporción se elevó a cerca del 73 por ciento en 2001.

Cuadro IV.13
Indicadores de la solidez de los bancos comercialesa
(Porcentaje)

Año
Préstamos totales (variación real)
Préstamos vencidos (variación real)
Reservas para riesgos de créditos/ Préstamos vencidos
Préstamos vencidos/ Préstamos totales
(Préstamos vencidos‑reservas)/ Capital
Capital neto/ Activos  de riesgo

1994
25,7
36,3
20,8
17,1
151,4
10,4

1995
-19,0
-29,4
34,9
14,9
83,7
12,9

1996
-10,7
-29,3
56,1
11,8
45,0
12,6

1997
6,9
-0,5
61,4
11,0
33,2
13,9

1998
0,3
-7,4
66,4
10,1
25,8
14,8

1999
-11,2
-29,8
95,6
8,0
2,1
16,2

2000
-2,2
-41,7
112,8
5,3
-4,0
14,5

2001
-7,3
-33,3
127,7
4,7
-8,3
14,8

a
Estas cifras deben interpretarse con precaución.  En 1997 se adoptaron criterios más rigurosos para definir los préstamos vencidos, por lo que las cifras notificadas para los años anteriores habrían sido más altas si se hubieran calculado con arreglo a las nuevas normas.  Lo mismo cabe decir de las normas relativas a la suficiencia del capital, que se modificaron en 1996 y 1999.

b
Estimaciones preliminares en septiembre de 2001;  no incluyen el Banco Atlántico.

Fuente:
Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

113. La apertura del sector bancario a la inversión extranjera estuvo acompañada de importantes esfuerzos por mejorar el marco de reglamentación y supervisión del sistema financiero para ajustarlo a las normas internacionales.  Por lo que respecta a las medidas cautelares, los cambios encaminados a reforzar el sistema bancario comprendieron reglamentos sobre solvencia, en particular normas más rigurosas con respecto al capital del BPI y a las normas de calificación crediticia, así como prescripciones en materia de establecimiento de reservas para préstamos, reglamentos sobre la información financiera y su divulgación, y reglamentos aplicables entre los que se incluyeron directrices para la gestión de riesgos en general y para la concesión de préstamos.  Las nuevas reformas llevadas a cabo en junio de 2001 tuvieron por objeto aumentar el ahorro nacional a través del sistema financiero, introducir un marco más riguroso para los préstamos a partes vinculadas, aplicar medidas correctivas inmediatas para proteger mejor a los titulares de depósitos bancarios, promover canales de crédito para atender a todo el sector económico y reforzar las estructuras de gobernanza empresarial de las instituciones financieras y de las entidades que emiten valores.
114. En 1999 se estableció un mecanismo de seguro obligatorio de depósitos que dio lugar a la supresión gradual de la garantía universal de los depósitos y limitó la responsabilidad bancaria (recuadro IV.1).  La adopción en el año 2000 de una nueva ley de quiebras contribuyó también a mejorar el entorno financiero.

115. En diciembre de 2001, el sistema bancario mexicano incluía cinco bancos estatales de desarrollo y siete sociedades públicas de gestión cuya finalidad era promover y financiar actividades concretas.  Los tres bancos de desarrollo más importantes en cuanto al crédito total concedido eran los siguientes:  la Nacional Financiera (NAFIN), que representaba el 42 por ciento del crédito total de los bancos de desarrollo;  el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos (BANOBRAS), que representaba el 33 por ciento;  y el Banco Nacional de Comercio Exterior (BANCOMEXT), que representaba el 17 por ciento.  Además, había dos bancos de desarrollo en proceso de liquidación, en particular el Banco de la Industria Azucarera (FINASA) (véase la sección 2) supra), y otros dos que habían sido autorizados para operar pero que aún no habían iniciado sus actividades.  En marzo de 2001, el crédito total pendiente de los bancos de desarrollo ascendía a 406.000 millones de pesos mexicanos (suma equivalente aproximadamente al 7 por ciento del PIB).  

116. El objetivo principal de BANCOMEXT es aumentar la competitividad de las pequeñas y medianas empresas con actividades de exportación o de sustitución de importaciones, prestándoles apoyo mediante servicios de capacitación, información, asistencia financiera, coordinación de proyectos y financiación.  NAFIN proporciona ayuda al sector productivo ofreciéndole múltiples programas de financiación a través de una red de intermediarios entre los que se incluyen bancos comerciales y otros agentes financieros.  Además, NAFIN promueve inversiones nacionales y extranjeras en proyectos privados, estimula el crecimiento de las regiones menos desarrolladas aumentando y mejorando la disponibilidad de recursos financieros y ayuda a las empresas nacionales para que sean más competitivas, ofreciéndoles asistencia técnica y programas de capacitación (véase el capítulo III 3) x) y 4) iii)).

117. Un estudio realizado recientemente por el Fondo Monetario Internacional para evaluar la estabilidad del sistema financiero mexicano señalaba que la función desempeñada por los bancos de desarrollo y las sociedades públicas de gestión estaba poniendo en serio peligro un sistema financiero por lo demás eficiente.  Los principales motivos de preocupación estaban relacionados con el hecho de que la mayoría de los bancos de desarrollo tuvieran pérdidas, a pesar de diversos intentos de recapitalización, habían participado en actividades semifiscales que no estaban contempladas en su presupuesto, habían canalizado de manera no transparente los incentivos fiscales que conllevaban sus operaciones, habían tenido unos gastos de explotación altos y habían participado en operaciones que coincidían en parte con las de otros bancos comerciales o de desarrollo, ya fuera porque su mandato no estaba claramente definido o porque no se habían atenido a él.
 

c)
Seguros y fianzas

118. El sector mexicano de los seguros y fianzas está integrado por compañías de seguros, sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas.  En septiembre de 2001, había 70 compañías de seguros, de las que dos eran de propiedad estatal (incluida AGROASEMEX, que presta servicios especializados de seguros al sector agropecuario ‑ véase la sección 2)), dos eran sociedades mutualistas y 66 eran empresas privadas.  Entre las empresas privadas, 34 ‑que representaban cerca del 40 por ciento de las primas de seguros directos‑ eran filiales de instituciones financieras extranjeras, mientras que 16 formaban parte de una agrupación financiera mexicana.  En el cuadro IV.14 se ofrece más información.  Por lo que respecta a las fianzas, en 2001 había 15 compañías, de las que siete formaban parte de agrupaciones financieras mexicanas y cuatro eran filiales de instituciones financieras extranjeras.  El total de las fianzas emitidas por el sector en septiembre de 2001 ascendía a unos 2.000 millones de pesos mexicanos.

119. El sector de los seguros se rige por la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros de 1935, modificada posteriormente.  La aplicación de esta ley incumbe principalmente a la SHCP y la CNSF.  

120. Además de las limitaciones a la participación extranjera antes descritas, un inversor extranjero no puede poseer más del 20 por ciento del capital de una compañía de seguros.  Tanto la propiedad de la mayoría como el control administrativo de las compañías de seguros establecidas en el país deben estar en manos mexicanas.  No existen prescripciones en cuanto a la nacionalidad de los miembros del consejo de administración de las compañías nacionales de seguros.  En cuanto a las filiales de instituciones financieras extranjeras, la mayoría de los miembros del consejo de administración y el director deben residir en territorio mexicano, independientemente de su nacionalidad.  

Cuadro IV.14

Mercado de seguros de México, enero-septiembre de 2001

(Porcentaje, salvo indicación en contrario)

Primas directas (millones de pesos mexicanos)
75.964


Vida
34,0


Pensiones
13,4


Accidente y enfermedad
11,1


Daños
41,5


Daños a vehículos 
17,3


Vehículos
24,2

Reaseguros (millones de pesos mexicanos)
2.731

Total (millones de pesos mexicanos)
78.695

Fuente:
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas (CNSF).

121. La ley estipula diversas prohibiciones con respecto a la contratación de servicios de empresas establecidas en el extranjero, entre las que se incluyen las relativas a seguros contra daños a vehículos de transporte marítimo y aéreo matriculados en México, seguros de responsabilidad civil y otros tipos de seguros contra siniestros que pudieran ocurrir en México, y seguro de crédito para empresas sujetas a las leyes mexicanas.

122. Las compañías extranjeras de reaseguros pueden tener representantes en México, pero éstos sólo pueden aceptar o atribuir responsabilidades en materia de reaseguro en nombre de sus oficinas principales.  Para poder participar en operaciones de reaseguro, las compañías extranjeras deben inscribirse en el registro de la SHCP.  Las compañías que realizan operaciones de reaseguro pueden utilizar los servicios de intermediarios con residencia en México o en el extranjero.  Los intermediarios de reaseguros que residen en México deben  ser autorizados por la CNSF, mientras que los que residen en el extranjero y desean ofrecer servicios en México deben inscribirse en el registro tanto de la CNSF como de la SHCP.

ii) Telecomunicaciones

a)
Resultados y estructura del mercado 

123. El sector mexicano de las telecomunicaciones ha experimentado una notable expansión en el último decenio;  ha crecido unas cinco veces más deprisa que la economía en general, lo que ha dado lugar a un acusado aumento de su contribución al PIB, que ha pasado de un 1,1 por ciento en 1990 a un 3 por ciento en 2000.  En ese mismo período, se invirtieron unos 28.000 millones de dólares EE.UU. en la ampliación y modernización de la red.  Teléfonos de México (TELMEX), antiguo monopolio estatal, sigue siendo la empresa de telecomunicaciones dominante en el país, a pesar de la creciente participación de diversos competidores, principalmente en el sector de los servicios de larga distancia e internacionales.  El principal operador mexicano de telefonía móvil es TELECEL, que se segregó de TELMEX en septiembre de 2000 y contaba con el 77 por ciento aproximadamente del número total de suscriptores de teléfonos móviles, mientras que el segundo operador en orden de importancia contaba con el 9 por ciento.

124. A raíz de la introducción en enero de 1997 de la competencia en los servicios nacionales de larga distancia y en los internacionales, y de la incorporación de nuevos operadores, los precios de estos servicios han descendido considerablemente:  según datos facilitados por las autoridades, entre el cuarto trimestre de 1996 y el tercero de 2000, las tarifas medias de los servicios de larga distancia descendieron el 60 por ciento aproximadamente en términos reales, las tarifas de las llamadas al Canadá y los Estados Unidos descendieron el 55 por ciento y las tarifas de las llamadas a otros países bajaron el 61 por ciento.  Estas reducciones de las tarifas han contribuido al acusado aumento del volumen de las llamadas internacionales y de larga distancia.  

125. Una de las novedades más notables que se han registrado en el mercado de las telecomunicaciones desde el Examen anterior de México ha sido el considerable aumento de los servicios de telefonía móvil, especialmente desde la introducción, el 1º de mayo de 1999, del sistema de facturación basado en que paga quien hace la llamada:  la penetración de la telefonía móvil aumentó de 1,1 usuarios por cada 100 habitantes en 1996 a 3,5 en 1998, y llegó a la cifra de ocho usuarios por cada 100 habitantes en 1999.  En 2001, la penetración de la telefonía móvil se cifró en 17,3 usuarios por cada 100 habitantes, superando a la de la telefonía fija que, pese a haber aumentado considerablemente desde 1998, se mantiene baja, con unas 13 líneas por cada 100 habitantes en 2001 (cuadro IV.15).

126. Como se describía en el informe de la Secretaría para el anterior Examen de las Políticas Comerciales de México, desde comienzos del decenio de 1990 este país ha emprendido un importante programa de apertura del mercado de las telecomunicaciones, que incluye la desreglamentación, la introducción de la competencia y la liberalización de la inversión extranjera.  En 1990, el Gobierno inició la privatización de TELMEX, por entonces bajo control estatal, vendiendo una participación mayoritaria a un consorcio privado que incluía un grupo mexicano, el Grupo Carso, y dos empresas extranjeras, France Telecom y SBC Communications, dependiente de Southwestern Bell;  el proceso de privatización finalizó en 1994, cuando el Estado vendió sus restantes acciones en  TELMEX.

127. La privatización de TELMEX estuvo acompañada de un título de concesión que expirará en 2026 (correspondiente a una concesión de 50 años a partir de 1976, fecha del título original).  En virtud de este título de concesión, se otorgó a TELMEX el monopolio de la telefonía internacional y de larga distancia hasta el 31 de diciembre de 1996.  En cuanto a otros servicios como por ejemplo la telefonía local, la telefonía móvil, la radiolocalización de personas y la radiocomunicación de flotillas, o los servicios de valor añadido, se autorizó la entrada de nuevos operadores.  La concesión incluía también obligaciones con respecto a la ampliación de la infraestructura, sobre todo en las zonas rurales, la mejora de la calidad de los servicios y la interconexión entre infraestructuras.  

128. Antes de introducir la competencia en los servicios internacionales y de larga distancia, se tomaron varias medidas para asegurar su viabilidad, entre ellas el otorgamiento de títulos de concesión a partir de 1995, para que los nuevos operadores pudieran desarrollar su infraestructura y prepararse para prestar sus servicios en buenas condiciones desde enero de 1997.  Por otra parte, se pidió a TELMEX que revisara sus tarifas para eliminar subvenciones cruzadas entre servicios locales y de larga distancia o internacionales;  y se establecieron las normas por las que habían de regirse los acuerdos sobre interconexión entre las empresas que explotan los servicios de larga distancia y la empresa titular, mediante una Resolución publicada el 1º de julio de 1994 que estipulaba también que para 1997 TELMEX facilitaría a los nuevos operadores la interconexión en 60 ciudades, número que se elevaría a 200 para comienzos del año 2000.  

129. Hasta 2002, los concesionarios no habían logrado llegar a un acuerdo sobre las condiciones de la interconexión entre redes fijas o entre redes fijas y móviles, por lo que habían de ser determinadas por las autoridades.  Una cuestión importante sobre la que se basa la determinación de esas condiciones es la relativa a la revisión de las tarifas locales y de larga distancia de TELMEX.  El programa de revisión de las tarifas, cuya conclusión estaba prevista inicialmente para antes de la  liberalización del mercado en enero de 1997, se retrasó debido a la crisis financiera de 1994.  Aunque la mayoría de las empresas reconocieron esta situación, hubo discrepancias en cuanto a la magnitud del desajuste, así como a si esto justificaba o no la imposición de cargas en concepto de interconexión muy superiores a los costos diferenciales a largo plazo.  Las autoridades resolvieron el conflicto entre TELMEX y los operadores de larga distancia estableciendo un régimen transitorio de interconexión para 1997 y 1998 que permitió a TELMEX recuperar parte de las subvenciones incorporadas en los servicios locales hasta que concluyó la revisión de las tarifas.
  Posteriormente, las cargas en concepto de interconexión que habían establecido las autoridades para 1999-2000 y 2001 se redujeron considerablemente:  por ejemplo, de acuerdo con las cifras facilitadas por las autoridades mexicanas, las cargas impuestas a los operadores de larga distancia se redujeron en términos reales de unos 0,71 pesos mexicanos por minuto en 1997 a 0,11 en 2001.
  Para 2002 los concesionarios acordaron fijar la tarifa de interconexión en 0,09 pesos mexicanos por minuto.

Cuadro IV.15

Indicadores de la estructura y los resultados del sector mexicano de las telecomunicaciones 


1995
1996
1997
1998
1999
2000
2001

Telefonía local fija









Número total de líneas (miles)
8.801,0
8.826,1
9.253,7
9.926,9
10.927,4
12.331,7
13.368,3a


Densidad (número de líneas por cada 100 habitantes)
9,6
9,5
9,8
10,3
11,2
12,4
13.0b

Telefonía de larga distancia









Llamadas nacionales (millones de minutos)
7.294
7.867
9.143
11.717
14.425
16.811
..


Tarifas mediasc
..
3,1
1,9
1,4
1,4
1,2
..


Llamadas internacionales (millones de minutos)
3.055
3.558
4.033
4.286
5.570
7.776
..


Llamadas realizadas
950
1.055
1.214
1.316
1.563
1.883
..


Llamadas recibidas
2.105
2.503
2.819
2.970
4.007
5.893
..


Tarifas medias de las llamadas a los Estados Unidos y el Canadá c
..
9,1
5,8
5,0
4,3
4,1
..


Tarifas medias de las llamadas al resto del mundoc
..
17,5
11,2
9,3
7,2
6,9
..

Telefonía móvil









Número de usuarios (miles)
689
1.022
1.741
3.349
7.732
14.078
19.396a


Densidad (usuarios por cada 100 habitantes)
0,8
1,1
1,8
3,5
8,0
14,2
17,3

Telefonía pública









Número de teléfonos públicos (miles)
246,5
238,6
259,6
316,6
..
..
..

Radiolocalización de personas (paging) (número de usuarios)
252
330
448
651
806
667
471

Radiocomunicación de flotillas (trunking) (número de usuarios)
65
89
113
140
243
268
272

Servicios restringidos de televisión (miles de suscriptores)









TV por cable
1.250
1.450
1.383
1.611
1.983
2.282
2.437a


Microondas
286
236
267
288
355
346
330a


Por satélite (DTH)
0
0
152
308
491
668
843

Usuarios de Internet (miles)
94
187
596
1.222
1.822
2.712
..

Digitalización de instalaciones (%)
87,6
89,8
90,1
97,7
99,6
99,9
..

Red de fibra óptica (miles de kilómetros) 
42,8
56,1
85,1
75,3
85,7
98,1
..

..
No se dispone de datos.
a
Septiembre de 2001.

b
Junio de 2001.

c
Pesos mexicanos constantes de septiembre de 2000;  todas las tarifas corresponden a promedios para el cuarto trimestre de cada año, con excepción del año 2000, en cuyo caso la cifra corresponde  al segundo trimestre.

Fuente:
Secretaría de la OMC, tomando como base información facilitada por las autoridades mexicanas.

130. La competencia en los servicios locales comenzó progresivamente en 1999;  antes de esa fecha, había estado obstaculizada sobre todo por las tarifas subvencionadas que ofrecía TELMEX.  Los progresos en el programa de revisión y el establecimiento de tarifas de interconexión para las redes de servicios locales han permitido a varios concesionarios empezar a prestar servicios de este tipo.  A finales del año 2000, se habían otorgado 17 títulos de concesión para explotar servicios de telefonía fija (incluida tecnología inalámbrica) y habían empezado a funcionar siete de estos operadores en ocho ciudades mexicanas.

b)
Marco reglamentario

131. La principal ley que regula el sector de las telecomunicaciones en México es la Ley Federal de Telecomunicaciones (7 de junio de 1995).  Otras leyes y reglamentos son, por ejemplo, la Ley de Vías Generales de Comunicación (19 de febrero de 1940, modificada posteriormente), el Reglamento de Telecomunicaciones (29 de octubre de 1990) y los reglamentos y normas promulgados por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) y la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL).  Estos últimos incluyen normas para los servicios de larga distancia (21 de junio de 1996), normas para los servicios internacionales de larga distancia (11 de diciembre de 1996), normas para los servicios locales (22 de octubre de 1997) o reglamentos para las telecomunicaciones por satélite (1º de agosto de 1997).
  La SCT y su organismo regulador autónomo, la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL), supervisan el cumplimiento de los reglamentos y leyes  pertinentes.

132. COFETEL es la principal entidad reguladora, aunque la SCT conserve ciertas atribuciones importantes, entre ellas la competencia para otorgar títulos de concesión y permisos e imponer sanciones;  las principales funciones de COFETEL son, entre otras, emitir dictámenes para la SCT con respecto a las de otorgamiento, modificación, prórroga y cesión de concesiones y licencias, someter a la aprobación de la SCT el programa de asignación de bandas de frecuencias y coordinar los procedimientos de licitación para explotar posiciones orbitales geoestacionarias y órbitas de satélites asignadas a México, establecer los procedimientos para la homologación de equipo, mantener el registro de las telecomunicaciones, supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en las concesiones y permisos y proponer a la SCT la aplicación de sanciones a los infractores de normas jurídicas, reglamentarias o administrativas.

133. En virtud de la Ley Federal de Telecomunicaciones (LFT), para utilizar una banda de frecuencias se necesita un título de concesión, salvo para el espectro no sujeto a licencia que todos pueden utilizar y el espectro de uso oficial;  para instalar, administrar o explotar redes públicas de telecomunicaciones;  para ocupar posiciones orbitales geoestacionarias y órbitas de satélites asignadas a México y explotar las bandas de frecuencia correspondientes;  y para explotar derechos de emisión y recepción de señales de bandas de frecuencias asociadas con sistemas de satélites extranjeros que cubran el territorio mexicano o presten servicios en él.  Las bandas de frecuencias se conceden por un plazo de 20 años, que puede prorrogarse una sola vez por un período igual;  las redes públicas de telecomunicaciones se conceden por un plazo de 30 años, que puede prorrogarse una sola vez por un período igual.

134. Los títulos de concesión sólo pueden ser otorgados a personas o empresas mexicanas;  la participación extranjera está permitida hasta un máximo del 49 por ciento, con la excepción de los servicios de telefonía móvil, en los que dicha participación puede exceder de este máximo siempre que se obtenga permiso de la Comisión Nacional de Inversiones Extranjeras (CNIE).

135. Para establecer, explotar o administrar una empresa de servicios de telecomunicaciones que no tenga carácter de red pública, así como estaciones transmisoras terrestres, se necesita un permiso concedido por la SCT.  Los proveedores de servicios de valor añadido no están obligados a poseer una licencia, aunque deben inscribirse en el registro de COFETEL.

136. La LFT no establece expresamente las condiciones que han de fijarse en los títulos de concesión.  Sin embargo la OCDE señaló que la facultad de COFETEL para imponer condiciones a los títulos de concesión, dentro de un proceso de negociación acerca del plan empresarial de las empresas de que se trate, ha sido el principal instrumento que han utilizado las autoridades para regular el mercado de las telecomunicaciones.
  Por ejemplo, para promover la ampliación de la infraestructura, COFETEL ha impuesto a los nuevos operadores la obligación de crear una infraestructura mayor de la que habrían creado de no haber existido tal obligación.  Esta política de promover el desarrollo de la infraestructura mediante la regulación de la entrada en el mercado suscita cierta preocupación, ya que podría limitar la capacidad de los nuevos proveedores para responder con rapidez a la evolución del mercado y a los cambios tecnológicos dado que las obligaciones relativas a la inversión se establecen en los contratos de concesión con meses o años de antelación;  además, la facultad de COFETEL de establecer condiciones específicas en cada concesión crea incentivos para que los concesionarios ya existentes presionen a fin de que se endurezcan las condiciones de entrada para las nuevas empresas.

137. Las disposiciones que regulan la interconexión en México están contenidas en la LFT, los títulos de concesión y diversas normas promulgadas por la SCT y COFETEL.  La LFT establece que los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones deben adoptar en su arquitectura un diseño que posibilite la interconexión y la interoperatividad de las redes.  Los concesionarios de redes públicas están obligados a negociar acuerdos de interconexión en un plazo no superior a 60 días civiles.  Están prohibidas las prácticas discriminatorias en la aplicación de tarifas o en cualesquiera otras condiciones de la interconexión.  Aunque para ser válida la interconexión no es necesario que sea aprobada por las autoridades, es necesario que los concesionarios inscriban sus acuerdos en el registro de COFETEL.  En caso de que no lleguen a un acuerdo, las partes pueden recurrir a COFETEL para que dirima las cuestiones pendientes, inclusive para que determine el importe de las tarifas de interconexión.  

138. En lo que concierne a la regulación de los precios, en el título de concesión de TELMEX se establecía un sistema de control de precios basado en un mecanismo de tope máximo que se aplica a una cesta de servicios básicos entre los que se incluyen los gastos de instalación, las tarifas mensuales y los servicios locales, de larga distancia e internacionales.  La media ponderada del precio de estos servicios no puede rebasar un determinado límite.  Para todos los demás precios, la LFT establece que los concesionarios pueden determinar libremente las tarifas de los servicios de telecomunicación, de manera que puedan prestar dichos servicios en unas condiciones satisfactorias de calidad, competitividad, seguridad y continuidad.  Las autoridades mexicanas indicaron que en una ocasión se denegó a TELMEX la aplicación de la tarifa porque no se cumplía una de esas condiciones y la empresa no se atenía a lo estipulado en su título de concesión.  La ley dispone también que COFETEL tiene derecho a exigir ciertas obligaciones con respecto a los precios (así como a la calidad de los servicios y a la información) a los concesionarios que, en opinión de la Comisión Federal de Competencia (CFC), tengan un poder considerable en un determinado mercado.  

139. Desde el Examen anterior realizado en 1997, México ha firmado nuevos acuerdos y protocolos sobre cuestiones relativas a las telecomunicaciones con Argentina, Alemania, Belice, el Canadá, Chile, Costa Rica, El Salvador, el Ecuador, España, los Estados Unidos de América, Francia, Nicaragua y la República de Corea.  Esos acuerdos incluyeron memorandos de entendimiento, protocolos sobre transmisión y recepción de señales de satélite, acuerdos para promover el empleo del idioma español en Internet y acuerdos de cooperación.
 

140. México adoptó el Cuarto Protocolo anexo al AGCS, así como el documento de referencia anexo a ese Protocolo sobre prácticas que favorecen la competitividad y la transparencia (capítulo II 4)).  La oferta de México consistió por lo general en una recapitulación de las características y principios básicos de la LFT.  En ella se incluyeron la mayoría de los servicios, salvo los servicios de radiodifusión, televisión por cable y transmisión por satélite.  En cuanto al trato nacional, se consolidaron todos los servicios de telecomunicaciones incluidos en la lista de México (con excepción de la presencia de personas físicas, según se especificaba en los compromisos horizontales).  También se consolidó el acceso de los suministros transfronterizos a los mercados, con la única restricción de que el tráfico internacional debía canalizarse a través de una empresa a la que la SCT hubiera otorgado una concesión.  De conformidad con lo dispuesto en la LFT, el acceso a los mercados mediante la presencia comercial se consolidó en un límite máximo del 49 por ciento de participación extranjera y sigue estando sujeto a la obtención de un título de concesión o de un permiso, como se indicó anteriormente (cuadro AIV.4).

141. En agosto de 2000, los Estados Unidos pidieron celebrar consultas con México, alegando que este país había adoptado medidas reglamentarias anticompetitivas y discriminatorias, había tolerado ciertos obstáculos al acceso a los mercados de orden privado y no había tomado las medidas necesarias de regulación en los sectores de las telecomunicaciones básicas y las telecomunicaciones de valor añadido.
  Posteriormente, los Estados Unidos, preocupados por la posibilidad de que TELMEX impugnara las dos medidas correctivas que había adoptado México al promulgar normas para regular las prácticas anticompetitivas de TELMEX y anunciar una importante reducción de las tarifas de interconexión en 2001, pidieron que se estableciera un grupo especial.
  En diciembre de 2000, México se opuso a la creación de ese grupo especial, y no se han tomado medidas posteriores.
 

iii) Transporte

a)
Transporte aéreo

142. En 2001, la red de aeropuertos de México comprendía 1.270 aeródromos, 57 aeropuertos internacionales y 28 aeropuertos nacionales.  Entre 1996 y 2001, el número total de pasajeros de vuelos nacionales e internacionales aumentó un 6,6 por ciento al año como promedio, llegando a unos 36,5 millones en 2001.  Durante ese período, el volumen de la carga transportada en vuelos nacionales e internacionales aumentó también considerablemente, creciendo tres veces más deprisa la carga internacional que la nacional;  en 2001, se transportaron unas 403.000 toneladas de carga (cuadro IV.16).

143. Las normas más importantes que afectan al sector del transporte aéreo son la Ley de Aviación Civil de 12 de mayo de 1995 y su Reglamento de 7 de diciembre de 1998, y la Ley de Aeropuertos de 22 de diciembre de 1995 y su Reglamento de 17 de febrero de 2000.  La Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) es responsable en última instancia del sector del transporte aéreo, mientras que incumbe a su Dirección General de Aeronáutica Civil regular el sector y aprobar la entrada de nuevas líneas aéreas.  Otros organismos estatales que se ocupan de este sector son los organismos Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano (SENEAM), que se encarga del desplazamiento aéreo, y Aeropuertos y Servicios Auxiliares (ASA), que se encarga de explotar, administrar y mantener los aeropuertos controlados por el Estado.

Cuadro IV.16

Principales indicadores del sector del transporte aéreo, 1996‑01

Concepto
1996
1997
1998
1999
2000
2001

Infraestructura y operaciones aéreas







Número de aeropuertos
1.116
1.280
1.309
1.333
1.215
1.355


Nacionales
30
29
29
29
28
28


Internacionales
53
54
55
55
57
57


Aeródromo
1.033
1.197
1.225
1.249
1.130
1.270

Número de aeronaves
6.255
6.429
6.014
6.224
6.476
6.553


Comerciales
1.184
1.271
1.055
1.155
1.173
1.198


Oficiales
534
536
389
412
517
520


Privadas
4.537
4.622
4.570
4.657
4.786
4.835

Número de pasajeros (x1.000)
26.493
28.896
30.922
32.662
33.974
36.483


Servicios nacionales
14.199
15.428
17.046
18.248
17.762
18.650


Servicios internacionales
12.294
13.468
13.876
14.414
16.212
17.833

Carga transportada (x1.000 toneladas)
285
335
388
407
379
403


Servicios nacionales
94
103
112
116
99
108


Servicios internacionales
191
232
276
291
280
295

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC sobre la base de datos del Poder Ejecutivo Federal (2001), Primer informe de Gobierno, septiembre de 2001.
144. Desde el Examen anterior de las políticas comerciales de México, la administración de la infraestructura aeroportuaria ha sufrido cambios importantes, muchos de ellos relacionados con el hecho de que esa infraestructura se haya traspasado en parte al sector privado.  La Ley de Aeropuertos de 1995, que sentó las bases para la modernización y ampliación de la infraestructura de los aeropuertos mexicanos, creó la posibilidad de traspasar la construcción, administración y explotación de la infraestructura aeroportuaria al sector privado por medio de concesiones.  El 9 de febrero de 1998 se hicieron públicas las directrices generales para la apertura efectiva de la infraestructura aeroportuaria a la inversión privada.  En ellas se establecía que habían de ofrecerse al sector privado 35 de los 58 aeropuertos controlados por ASA mediante una concesión en régimen de "construcción, explotación y traspaso" por un período renovable de 50 años.  Los aeropuertos se dividieron en cuatro grupos regionales, para cada uno de los cuales se estableció una empresa concesionaria de propiedad estatal.

145. Se formuló una estrategia en dos fases para traspasar el control de esas empresas al sector privado.  En la primera fase habían de venderse a un socio estratégico, seleccionado mediante licitación internacional, el control efectivo y el 15 por ciento del capital de la empresa concesionaria.  Entre 1998 y 2000 se traspasaron al sector privado tres de los cuatro grupos, por un importe total de unos 470 millones de dólares EE.UU.  El cuarto de ellos, el Grupo Aeroportuario Ciudad de México, que en 1999 recibió más del 35 por ciento de los pasajeros atendidos en los aeropuertos mexicanos, no fue traspasado al sector privado.  La segunda fase consistió en la venta del 85 por ciento restante de las acciones en mercados de valores nacionales e internacionales.  Las autoridades mexicanas comenzaron este proceso en diciembre de 2000, con la venta del 74 por ciento del capital de uno de los grupos (Grupo Aeroportuario del Sureste) por una suma total de unos 428 millones de dólares EE.UU. 

146. Con arreglo a la Ley de Aeropuertos, la participación de inversores extranjeros en empresas concesionarias está restringida a un máximo del 49 por ciento;  un porcentaje mayor de inversión extranjera necesita un permiso de la Comisión Nacional de Inversiones Extranjeras (CNIE).

147. La Ley de Aeropuertos distingue tres categorías entre los servicios que se ofrecen en los aeropuertos:  servicios aeroportuarios (uso de pistas, calles de rodaje, plataformas, ayudas visuales, iluminación, edificios terminales de pasajeros y carga, abordadores mecánicos, seguridad y servicios de extinción de incendios y de salvamento);  servicios complementarios (rampas, tráfico, suministro de combustible, avituallamiento, almacenamiento y seguridad de la carga, mantenimiento y reparación de aeronaves);  y servicios comerciales (zonas comerciales, alquiler de vehículos, restaurantes, publicidad, bancos, hoteles y otros servicios que se soliciten).  La SCT está facultada para establecer las normas por las que se rigen las tarifas de los servicios aeroportuarios;  los servicios complementarios pueden ser también objeto de reglamentación, siempre que la Comisión Federal de Competencia determine que no se cumplen las condiciones para una competencia razonable.  Todas las tarifas aplicadas a los servicios aeroportuarios y complementarios deben inscribirse en el registro de la SCT.

148. La prestación de servicios regulares de transporte aéreo de ámbito nacional está sujeta a la obtención de una concesión de la SCT, que sólo se otorga a empresas mexicanas;  los titulares de esas concesiones pueden prestar también servicios regulares de ámbito internacional siempre que cuenten con una autorización para el destino correspondiente.  Otros servicios de transporte aéreo están sujetos a la obtención de un permiso que se concede a empresas mexicanas en el caso de servicios nacionales no regulares, a empresas extranjeras en el caso de servicios internacionales regulares según lo establecido en los tratados internacionales, a empresas extranjeras y mexicanas en el caso de servicios internacionales no regulares, y a personas o empresas mexicanas o extranjeras en el caso de servicios comerciales privados de transporte aéreo.  Los servicios de cabotaje están reservados a empresas mexicanas.

149. La Ley de Aviación Civil establece que los operadores pueden determinar libremente las tarifas de sus servicios de transporte aéreo, de manera que puedan prestar dichos servicios en unas condiciones satisfactorias de calidad, competitividad, seguridad y continuidad.  Todas las tarifas deben inscribirse en el registro de la SCT.  Las tarifas de los vuelos internacionales deben ser aprobadas por la SCT.  Además, la SCT está facultada para regular las tarifas si no existe una competencia real entre los operadores, según lo estipulado por la CFC.

150. En 1995 se estableció, con la aprobación de la CFC, una sociedad holding, CINTRA, encargada de administrar las dos líneas aéreas nacionales más importantes (Aeroméxico y Mexicana), que, como consecuencia de los problemas económicos de México en ese año, se enfrentaban con una situación financiera precaria.  CINTRA se creó con carácter temporal para posibilitar la recuperación de las dos compañías aéreas mediante la capitalización de la deuda, el aumento de la inversión y la venta de las compañías por separado una vez que se hubiera restablecido su viabilidad financiera y operativa.

151. La situación de Aeroméxico y Mexicana ha mejorado notablemente desde entonces, pero la concentración del mercado resultante suscitó mucha preocupación con respecto a la competencia en los mercados nacionales del transporte de pasajeros y carga.  Las cifras correspondientes a diciembre de 1999 indican que las filiales de CINTRA (Aeroméxico, Mexicana y varias compañías regionales) absorbieron el 80 por ciento aproximadamente del total de los pasajeros transportados en vuelos nacionales.  Las importantes restricciones del acceso a los mercados que se aplican a las empresas extranjeras tanto en lo que respecta al suministro transfronterizo (el cabotaje está reservado a empresas mexicanas) como a la presencia comercial (la inversión extranjera en empresas de transporte aéreo nacionales está limitada al 25 por ciento del capital total) refuerzan la posición dominante de CINTRA en las rutas nacionales.

152. En octubre de 2000, la CFC confirmó que CINTRA debía vender Aeroméxico y Mexicana como empresas independientes a diferentes compradores para evitar la creación de una única compañía con poder de mercado para fijar los precios e impedir la entrada de otros competidores en el mercado nacional del transporte aéreo de pasajeros y carga, o desplazarlos injustificadamente.  El organismo que regula la competencia consideró que esto iría en contra de los intereses de los usuarios en general y obstaculizaría el desarrollo del transporte aéreo y, de manera más general, de la economía mexicana.
  En enero de 2002, aún no se había cumplido la orden de la CFC de poner fin a la posición dominante de CINTRA, debido en parte a la discrepancia de opiniones en el Congreso y a la presión política de los sindicatos. 

153. Los objetivos de la política de transporte aéreo de México, establecidos mediante un Acuerdo publicado el 29 de octubre de 2001, son, entre otros, mantener el control mexicano sobre la administración de las líneas aéreas nacionales, impulsar una sana competencia  e impedir prácticas predatorias y posiciones dominantes.  En este Acuerdo se reafirmó también que los principios en que se basaban los acuerdos internacionales en materia de transporte aéreo eran la reciprocidad efectiva y la equivalencia en los mercados.  México ha firmado 36 acuerdos bilaterales sobre aviación civil, 7 de ellos con países de Asia, 10 con países del Caribe y América del Sur, 3 con países de América Central, 14 con países europeos y 2 con países de América del Norte.  Los compromisos de México con respecto a los servicios de transporte aéreo en el marco del AGCS se limitaron a algunos servicios de apoyo al transporte aéreo  (véase el cuadro AIV.4).  

b)
Transporte marítimo

154. México tiene 11.500 km de costas y 108 puertos (97 marítimos y 11 fluviales);  54 de estos puertos están ubicados en el Pacífico y 54 en el Caribe o en el Golfo de México.  En 2001, se realizaron actividades comerciales, industriales y turísticas en 38 puertos, mientras que los 70 restantes practicaban principalmente actividades pesqueras.  Entre 1997 y 2001, la carga que transitó por el sistema nacional de puertos aumentó en un 12 por ciento aproximadamente, hasta llegar a 247 millones de toneladas en el año 2001.  El transporte marítimo sigue desempeñando una función decisiva en el comercio internacional mexicano, representando cerca del 80 por ciento del volumen total del comercio del país, equivalente a unos 179 millones de toneladas en 2001 (cuadro IV.17).  

Cuadro IV.17

Indicadores principales del sector del transporte marítimo, 1997‑2001


1997
1998
1999
2000
2001

Número de puertos
107
107
108
108
108


Marítimos
96
96
97
97
97


Fluviales
11
11
11
11
11

Longitud de los muelles (km)
176,8
179,2
184,4
184,9
184,9

Capacidad de almacenamiento (millones de m2 )
3,5
3,7
5,3
5,5
5,5

Carga manipulada  (millones de toneladas)
220
237
231
244
247


Navegación de altura
159
169
164
177
179


Navegación de cabotaje
61
68
67
67
68

Comercio exterior (millones de toneladas)
159
169
164
177
179


Importaciones
33
43
45
52
52


Exportaciones
126
126
119
125
127

Fuente:
Poder Ejecutivo Federal (2001), Primer informe de Gobierno [en línea].  Puede consultarse en:  http://www.presidencia.gob.mx/.

155. México mantiene unas 97 rutas marítimas regulares a unos 339 destinos en 94 países.  En 2001, 97 compañías de navegación extranjeras atracaron en puertos mexicanos.  Entre 1995 y 2000, el número de barcos bajo pabellón mexicano aumentó notablemente, pasando de 9 a 171.  En el año 2000, el 66 por ciento aproximadamente del transporte de carga de cabotaje (que sigue estando reservado a compañías navieras mexicanas) fue realizado por barcos bajo pabellón mexicano.  

156. Las reformas iniciadas a mediados del decenio de 1990 para fomentar la competencia entre puertos, aumentar la inversión privada, eliminar las subvenciones cruzadas y liberalizar las tarifas de los servicios parecen haber surtido efectos importantes.  En diciembre de 2000, 64 puertos habían sido agrupados en 18 Administraciones Portuarias Integrales (API) propiedad del Gobierno federal, mientras otras cinco API eran propiedad de los gobiernos estatales y una API se encontraba en manos privadas.  De 1996 a 2000, se realizaron 50 licitaciones públicas para contratar el suministro y desarrollo de servicios portuarios, cuyo resultado fue el traspaso de éstos al sector privado y un aumento de las inversiones en infraestructura.  

157. Según las autoridades mexicanas, a finales del año 2000 prácticamente toda la carga comercial era transportada por compañías privadas;  la inversión acumulada en infraestructura entre 1996 y 2000 ascendió a unos 14.000 millones de pesos mexicanos (a precios constantes de 2000), suma de la que el 82 por ciento correspondió a la inversión privada y el 18 por ciento a la pública.  Esta inversión, unida al aumento de la productividad, dio lugar a que la capacidad de manipulación de productos no petrolíferos se incrementara de 59 millones de toneladas en 1994 a unos 120 millones en 2000.
  También se registraron mejoras importantes en el tiempo de permanencia en los puertos y reducciones en las tarifas de manipulación, que entre 1995 y 2000 descendieron en términos reales un 22 por ciento para la carga no embalada, un 6 por ciento para los contenedores, el 25 por ciento para los productos minerales a granel y el 36 por ciento para los productos agropecuarios a granel.  

158. Las principales normas jurídicas mexicanas que regulan el transporte marítimo están contenidas en varios artículos de la Constitución (por ejemplo, los Artículos 27 y 28), la Ley de Puertos de 19 de junio de 1993, su Reglamento de 21 de noviembre de 1994, la Ley de Navegación de 4 de enero de 1994 (modificada el 26 de mayo de 2000) y su Reglamento de 10 de noviembre de 1998.  La Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por conducto de sus Direcciones  especializadas, es el principal organismo encargado de formular y aplicar las políticas para el sector del transporte marítimo.

159. De conformidad con la Ley de Inversiones Extranjeras, la participación extranjera en el sector está limitada a un máximo del 49 por ciento del capital total en las siguientes actividades:  Administraciones Portuarias Integrales (API), servicios de practicaje para embarcaciones que navegan en aguas interiores, y compañías de navegación que explotan comercialmente embarcaciones destinadas a la navegación interior y costera, con la excepción de cruceros turísticos, y ciertas operaciones portuarias como el dragado.  La Comisión de Inversiones Extranjeras puede autorizar una participación extranjera superior al 49 por ciento en servicios portuarios para operaciones de navegación interior, como por ejemplo remolque, amarre y transporte en gabarras, así como en compañías que exploten embarcaciones destinadas exclusivamente al tráfico de altura.  

160. Las compañías navieras extranjeras y las embarcaciones de cualquier país pueden participar en actividades de transporte marítimo internacional siempre que su país de origen conceda trato recíproco a México.  La navegación interior y de cabotaje, con la excepción de servicios turísticos y cruceros, está reservada a compañías navieras mexicanas que sean propietarias de embarcaciones mexicanas;  cuando no existan tales compañías o cuando el interés público lo requiera, podrá concederse un permiso temporal a una compañía naviera mexicana para transportar carga en embarcaciones extranjeras y, si no hay ninguna compañía mexicana que esté interesada en prestar tal servicio, podrá concederse ese permiso a una compañía naviera extranjera.  Cuando se concedan esos permisos temporales, se deberá dar prioridad a las embarcaciones extranjeras que empleen al mayor número de mexicanos como miembros de la tripulación.  

161. La Ley de Navegación prevé la posibilidad de reservar la totalidad o parte de determinadas actividades de transporte internacional a empresas mexicanas si las prácticas anticompetitivas de los operadores extranjeros afectan a la economía nacional.

162. En diciembre de 2001, México había firmado 129 acuerdos multilaterales (principalmente en el marco de la Organización Marítima Internacional, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo y la Organización Internacional del Trabajo) y bilaterales en relación con actividades marítimas.  

163. México no asumió ningún compromiso concreto en el marco del AGCS con respecto a los servicios de transporte marítimo (cuadro AIV.4).  Este sector ha quedado también excluido de los acuerdos de libre comercio de servicios suscritos por México, con la excepción de los negociados con la Unión Europea y los países de la Asociación Europea de Libre Comercio, que incluyeron los servicios de transporte marítimo internacional;  entre otras cosas, ambos acuerdos prevén el establecimiento de filiales en el país del interlocutor comercial.  

iv) Servicios profesionales

164. El Artículo 5º de la Constitución dispone que cada Estado mexicano puede determinar discrecionalmente las profesiones cuyo ejercicio requiere una licencia, los requisitos necesarios para la obtención de ésta y las autoridades encargadas de concederla.  Por esa razón, la lista de profesiones que requieren una licencia puede diferir de un Estado a otro;  los profesionales a quienes se aplican esas disposiciones pueden ser abogados, arquitectos, antropólogos, bacteriólogos, biólogos, científicos sociales y políticos, contables públicos, docentes, economistas, informáticos, ingenieros, matemáticos, metalúrgicos, periodistas, pilotos de aeronaves, profesionales del sector sanitario, químicos, trabajadores sociales, traductores y veterinarios.

165. Los requisitos para obtener una licencia que autoriza a una persona a practicar una profesión en México son, entre otros, estar en posesión de un título reconocido por la Secretaría de Educación Pública y haber completado un servicio social.
  Este ultimo requisito, cuya finalidad es que los estudiantes mexicanos reembolsen parte del costo social de su educación, se aplica también a los naturales de otros países que completan sus estudios en el extranjero.  En cualquier caso, los extranjeros pueden ejercer una profesión en México siempre que cumplan las condiciones especificadas en los tratados internacionales firmados por México, que se basan en el principio de la reciprocidad.  La mayoría de los acuerdos de libre comercio suscritos por México contienen disposiciones relativas al intercambio de servicios profesionales y a la entrada temporal de empresarios.  Cuando no se ha firmado un tratado específico, los extranjeros pueden ejercer su profesión siempre que cumplan todo lo dispuesto en la legislación mexicana y que su país de residencia conceda a los residentes mexicanos trato recíproco.  La condición de reciprocidad se aplica también en Estados como por ejemplo el de Nuevo León, mientras que en Baja California y Colima los extranjeros reciben al parecer trato nacional independientemente de que ello esté o no previsto en un tratado internacional o un acuerdo de trato recíproco.
  Sin embargo, el ejercicio de ciertas profesiones puede estar reservado exclusivamente a los mexicanos, como sucede en el Estado de México.
 

166. En todos los Estados están reservados a los nacionales de México los servicios profesionales y técnicos siguientes:  piloto de aeronaves, capitán de barco, piloto de barco, ingeniero naval, mecánico de embarcaciones;  tripulante de embarcaciones y aviones bajo pabellón mexicano;  administrador de aeropuertos, práctico de puerto, agente de aduana y ferroviario.  Para prestar servicios en relación con la enseñanza primaria y secundaria, la formación de personal docente o la educación de trabajadores o campesinos, es necesaria una autorización previa y expresa de la Secretaría de Educación Pública o la autoridad estatal competente.  Esa autorización se otorga después de estudiar cada caso por separado y en función de la utilidad y la necesidad públicas, a discreción de la Secretaría de Educación Pública o la autoridad estatal competente.  La legislación mexicana no prevé ninguna vía legal para recurrir contra la denegación o revocación de dicha autorización.
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� Estos porcentajes se basan en el PIB real (a precios de 1993), por lo que difieren ligeramente de los presentados en el cuadro I.1, que se basan en el PIB nominal.  


� En mayo de 2001, el precio nacional medio al productor del azúcar ordinario ascendía a unos 0,195 dólares EE.UU. por libra (197 pesos mexicanos por 50 kg), mientras que el precio internacional era de 0,0895 dólares EE.UU. por libra (precio del azúcar del Caribe, Nueva York).





� Decreto publicado en el Diario Oficial el 3 de septiembre de 2001.





� USTR (2000). 





� Sobre la base de la definición de productos agropecuarios de la OMC.





� Secretaría de Agricultura, Ganadería.  Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA) (2000).





� Puede encontrarse información detallada sobre las importaciones mexicanas de productos a los que se aplican las salvaguardias especiales del TLCAN en SAGARPA (2000).  





� Véase, por ejemplo, el asunto de la CFC I0�08�99 sobre obstáculos al comercio [en línea].  Puede consultarse en :  http://www.cfc.gob.mx/.


� Poder Ejecutivo Federal (2001).





� Poder Ejecutivo Federal (2001).





� Cifras en precios constantes de 1991.





� Documento de la OMC G/AG/N/MEX/7, 15 de septiembre de 2000.





� Documento de la OMC G/AG/N/MEX/8, 14 de septiembre de 2000.





� Los datos que figuran en este párrafo y en el siguiente proceden de la Secretaría de Energía (2001).  





� Secretaría de Energía (2001).  El PSE puede encontrarse también en el sitio Web de la Secretaría de Energía, http://www.energia.gob.mx.





� Incluidos condensados y líquidos.  Estimaciones de la Secretaría de Energía (2001).





� Secretaría de Energía (2001), página 33.





� Secretaría de Energía (2001), página 35.





� Secretaría de Energía (2001), página 98.


� Secretaría de Energía (2001), página 45.





� Datos tomados del sitio Web de la Secretaría de Energía.





� Secretaría de Energía (2001), página 48.





� Secretaría de Energía (2001), página 47.





� Estimaciones de la OMC basadas en Poder Ejecutivo Federal (2001).


� Estimaciones de la OMC basadas en INEGI, Banco de Información Económica, disponible en http://www.inegi.gob.mx/.





� Expresadas en dólares EE.UU. actuales.





� El Decreto publicado en el Diario Oficial el 31 de mayo de 1995, por el que se establecía el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, fue la principal base jurídica del PPICE.





� En el sitio Web de la Secretaría en � HIPERVÍNCULO "http://www.se.gob.mx/" ��http://www.se.gob.mx/� pueden encontrarse detalles sobre los progresos realizados recientemente en esos programas.  





� Documento de la OMC WT/LET/288 de 18 de febrero de 1999. 





� Documento de la OMC GATS/SC/56/Suppl.3, de 26 de febrero de 1998.





� Ley para regular las Agrupaciones Financieras, publicada en el Diario Oficial el 18 de julio de  1990.





� En junio de 2001, el Patronato del Ahorro Nacional se transformó en el Banco Nacional de Servicios Financieros, que se encarga de coordinar el sistema de ahorro popular de México.


� Antes de esa reforma, no se permitía a los inversores extranjeros poseer más del 20 por ciento de las acciones en circulación de bancos que poseyeran más del 6 por ciento del capital global del sistema bancario mexicano, con lo que en la práctica se excluía el control extranjero de los tres mayores bancos mexicanos.


� FMI (2001b).





� Artículo 3 de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros. 


� Para más detalles sobre las novedades en las condiciones de la interconexión en el mercado mexicano, véanse OCDE (1999b) y Unión Internacional de Telecomunicaciones (2001).





� Cifras de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (2000) basadas en precios constantes de septiembre de 2000 y en el supuesto de una inflación del 9 por ciento para el año 2000.


� Las leyes y reglamentos aplicables al sector de las telecomunicaciones pueden consultarse en la página de información en línea de la CFT:  http://www.cft.gob.mx/.  





� Véase OCDE (1999b).


� Puede encontrarse una descripción detallada de los acuerdos y protocolos internacionales suscritos por México en:  http://www.cft.gob.mx/html/6_inter/inter03.html.





� Documento de la OMC WT/DS204/1 de 29 de agosto de 2000.





� Documento de la OMC WT/DS204/2 de 16 de noviembre de 2000.





� Documento de la OMC WT/DSB/M94 de 15 de febrero de 2001.


� CFC (2000).


� Secretaría de Comunicaciones y Transportes (2000).


� Ley Reglamentaria del Artículo 5º de la Constitución.





� Ley por la que se regulan las actividades profesionales en el Estado de Baja California (10 de julio de 1957), Ley sobre profesiones en el Estado de Colima (26 de diciembre de 1964) y Ley sobre profesiones en el Estado de Nuevo León (25 de julio de 1984).





� Ley sobre actividades profesionales en el Estado de México (24 de junio de 1957).





� Artículo 3º de la Constitución.





_1077432981.doc


Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB)











Banco de México







Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF)











28 Sociedades holding (servicios bancarios múltiples)















48 Bancos comerciales (de los �cuales 18 son filiales �extranjeras)  b) 







7 Fondos fiduciarios para el desarrollo







6 Bancos de desarrollo











34 Sociedades financieras de ámbito limitado d)











1 Patronato del Ahorro Nacional







Sector bancario







25 Empresas de factoraje financiero a)











35 Arrendadoras financieras c)







11 Sociedades de ahorro y préstamo







266 Cooperativas de crédito















27 Casas de cambio











26 Almacenes generales de depósito d)







1 Central de riesgo







Actividades auxiliares del crédito







Bolsa mexicana







25 Empresas de corretaje d)







322 Fondos de inversión







Sector de valores











Comisión Nacional Bancaria (CNBV)







61 Compañías de seguros







15 Instituciones de finanzas e)







Sector de seguros y fianzas











Comisión Nacional de Seguros y fianza (CNSF)







Administradoras de fondos para la jubilación











13 Sociedades de inversión especializadas







Sistema de fondos para la jubilación











Comisión Nacional de Sistemas de Ahorro para el Retiro (CONSAR)







Secretaría de Hacienda y Crédito Público
















